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PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO  
DE LEY NUMERO 001 DE 2005 CAMARA

por la cual se autoriza el pago por cuotas del impuesto  
sobre la renta y complementarios.

Bogotá, D. C., 14 de noviembre de 2006.
Doctora
ELIZABETH MARTINEZ BARRERA
Secretaria General 
Comisión Tercera Constitucional 
Cámara de Representantes
Ciudad.
Señora Secretaria: 
Por honrosa designación que nos hiciera la Mesa Directiva de la Co-

misión Tercera Constitucional Permanente de la honorable Cámara de 
Representantes, tenemos el gusto de rendir Ponencia para Segundo De-
bate al Proyecto de ley número 001 de 2005 Cámara, por la cual se 
autoriza el pago por cuotas del impuesto sobre la renta y complemen-
tarios, de autoría del Senador Carlos Moreno de Caro. 

Se adjunta el informe de ponencia para Segundo debate en original y 
tres copias y medio magnético, para el trámite pertinente en la plenaria 
de la Corporación.

Cordialmente,
René Rodrigo Garzón Martínez, Coordinador Ponente; Santiago Cas-

tro Gómez, Germán Darío Hoyos, Oscar Leonidas Wilchez, Ponente.
EXPOSICION DE MOTIVOS

“Por lo general, el progreso se alcanza precisamente por intentar 
poner en práctica aquello que, inicialmente, parecía una idea descabe-
llada” (Jon Elster 1997:33).

I. INTRODUCCION
El Impuesto a la renta tiene sus orígenes en el año 1797, cuando 

el Parlamento Inglés, aceptó la propuesta del Primer Ministro William 
Pitt de crearlo como medida para fortalecer las finanzas internas que 
le permitieran contrarrestar a las fuerzas napoleónicas en la guerra que 
sostenían para ese entonces.

Así mismo países como Francia una vez finalizada la Revolución 
Francesa se crean una serie de impuestos como los de contribución mo-
biliaria y contribución de puertas y ventanas que con el paso de los días 
se transformó en el Impuesto a la Renta.

Desde el año 1797, otros países bajo diferentes modalidades impo-
nen dentro de su régimen fiscal la medida del impuesto a la renta de 
manera progresiva.

En el caso colombiano, se adopta la medida del impuesto; siguiendo 
el modelo inglés; en el año 1820, pero dado que se presentaban en el 
país las continuas guerras civiles este impuesto no se pudo recaudar, y 
es solo hasta el año 1918 siendo Presidente Esteban Jaramillo cuando 
se establece el Impuesto sobre la Renta.

En Colombia, el impuesto sobre la renta y sus complementarios son 
de carácter nacional, se consideran como un solo tributo y se estructu-
ran en tres componentes: 

1. Impuesto sobre la renta gravable.
2. Impuesto sobre ganancias ocasionales.
3. Impuesto de remesas.
De los ingresos del Gobierno Nacional Central, pertenecientes a los 

ingresos corrientes de la Nación, el Impuesto a la Renta y Complemen-
tarios ha pasado de representar en el año de 1990, el 1,4% del PIB hasta 
el año 2004 donde alcanzó el no despreciable 5,9% del PIB, la fines del 
presente proyecto buscan que exista mayor recaudo del impuesto, bus-
cando incrementar aún más su representación en el PIB, y ello obedece, 
a la posibilidad que tendrán las personas naturales de poder cancelar 
este tributo con una mayor flexibilidad que la que ahora tienen, ello por 
supuesto aumentará el recaudo y evitará la mora en el pago del mismo.

2. DEL PROYECTO DE LEY
El autor de esta iniciativa, presentó ante la Comisión Tercera Cons-

titucional de la Cámara de Representantes el Proyecto de ley número 
001 de 2005 Cámara, por la cual se autoriza el pago por cuotas del 
impuesto sobre la renta y complementarios, argumentando:

– Que el artículo 338 de la Constitución Política reza que: “En tiem-
po de paz, solamente el Congreso, las Asambleas Departamentales y 
los Concejos Distritales y Municipales podrán imponer contribuciones 
fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, 
directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gra-
vables, y las tarifas de los impuestos.

La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las au-
toridades fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los 
contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que 
les presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero 
el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma 
de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las Ordenanzas o los 
Acuerdos”.
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– Que por lo tanto, el Impuesto sobre la Renta y Complementarios 
no puede ser creado, modificado o eliminado de la estructura tributaria 
sino a través de ley del Congreso de la República. 

– Que la modificación solicitada a través del presente proyecto de 
ley, no conduce a problemas financieros para el Gobierno Nacional; 
más bien intenta mostrar al mismo gobierno caminos para evitar la elu-
sión y exclusión del impuesto, al equiparar el pago del mismo entre los 
contribuyentes a través de cuotas.

– Que en ningún momento el presente proyecto pretende acabar con 
el pago anual del impuesto sobre la renta y complementarios, sino que 
busca autorizar un nuevo sistema de pago acorde con la realidad finan-
ciera de los contribuyentes, sin aumentar el valor del impuesto por pago 
de intereses ni recargos.

Sometido a consideración en primer debate en la Comisión Tercera 
Constitucional, los Ponentes en esta etapa legislativa rindieron ponen-
cia favorable al Proyecto de ley número 001 de 2005, conceptuando:

– Que los plazos y las cuotas para el pago del impuesto sobre la renta 
y complementarios vienen siendo fijados, de manera discrecional y año 
tras año, por el Gobierno Nacional, en cumplimiento del artículo 16 
del Decreto-ley 2503 de 1987, que fue recogido en el artículo 811 del 
Estatuto Tributario: “El pago de los impuestos, anticipos y retenciones, 
deberá efectuarse dentro de los plazos que para tal efecto señale el 
Gobierno Nacional”.

– Que el caso más reciente es el del año gravable 2004, mediante el 
Decreto 4345 del 22 de diciembre de 2004 el Gobierno fijó las cuotas 
y las fechas del año 2005 en las cuales se debía pagar este impuesto. 
La norma estableció cinco (5) cuotas para el caso de los grandes con-
tribuyentes, dos (2) cuotas para las personas jurídicas distintas a las ca-
lificadas como grandes contribuyentes y una única cuota para personas 
naturales y sucesiones ilíquidas.

– Que el proyecto pretende establecer una regla única y permanente 
para la cancelación del impuesto sobre la renta y complementarios que, 
sustentada en la ley, le brinde seguridad al contribuyente en la organi-
zación de sus erogaciones.

– Que por último, los ponentes llevaron a consulta con el Ministro 
de Hacienda y Crédito Público, quien en oficio dirigido al Coordinador 
de Ponentes manifestó que el Gobierno no encuentra inconvenientes en 
que los plazos para el pago del impuesto sobre la renta y complementa-
rios sean establecidos mediante la ley. 

3. CONSIDERACIONES
Se hace, entonces, necesaria la aprobación por parte de la Cámara 

de Representantes de este proyecto de ley, por el alivio que representa 
a los contribuyentes con menor poder adquisitivo, ya que el objetivo 
pretendido no es más, que para el caso del pago de impuesto a la renta 
y complementarios los plazos de cancelación de este se aplique en con-
diciones de igualdad tanto para grandes contribuyentes como para las 
personas naturales.

Las bondades del proyecto en trámite han sido reconocidas por los 
miembros del Congreso de la República, en lo que va corrido del trámi-
te, pero dado que es función social del Estado garantizar el mínimo vital 
de todos sus conciudadanos se propone establecer desde ya las fechas 
en las cuales este impuesto se cancelará, determinando que los grandes 
contribuyentes lo harán en cinco (5) cuotas, las personas jurídicas di-
ferentes a los grandes contribuyentes en tres (3) cuotas y las personas 
naturales que son mayoría en el territorio nacional pero que son las de 
menor poder adquisitivo se propone que este impuesto lo cancelen en 
cuatro (4) cuotas pagaderas trimestralmente.

Se propone a la Cámara de Representantes que determine de una 
vez el periodo de pagos de este impuesto y adicionalmente apruebe la 
concesión de estos plazos ya que con ello se facilita el cumplimiento 
de la obligación tributaria de manera oportuna y se asegure el Gobierno 
contra la pérdida o disminución de sus ingresos.

4. MODIFICACIONES AL PROYECTO DE LEY
Para el primer debate en Comisión, del proyecto de ley que nos ocu-

pa, se presentó a consideración un texto de dos (2) artículos los cuales 
fueron aprobados tal y como había sido presentado por el autor.

Se propone que para segundo debate en la plenaria de la Cámara 
de Representantes el numeral tercero (3) del artículo primero (1°) se 
modifique así: 

Artículo 1°. Los contribuyentes del impuesto sobre la renta y com-
plementarios podrán cancelar el valor total a pagar de la siguiente ma-
nera:

3. Personas Naturales y Sucesiones Ilíquidas: En cuatro cuotas.
Ello obedeciendo a lo manifestado en la exposición de motivos arri-

ba analizada.
5. PROPOSICION
Con base en lo anterior, rendimos ponencia favorable y solicitamos 

a la Plenaria de la honorable Cámara de Representantes, aprobar en 
Segundo Debate al Proyecto de ley número 001 de 2005 Cámara, 
por la cual se autoriza el pago por cuotas del impuesto sobre la renta 
y complementarios, tal como fue aprobado en primer debate en la Co-
misión Tercera Constitucional Permanente de esta Corporación, con la 
modificación propuesta para el numeral 3 del artículo 1°.

Atentamente,
Coordinador Ponente,

René Rodrigo Garzón Martínez.
Ponentes,

Santiago Castro Gómez, Germán Darío Hoyos,
 Oscar Leonidas Wilchez.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE   
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 001 DE 2005 CAMARA

por la cual se autoriza el pago por cuotas del impuesto sobre la renta 
y complementarios.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Los contribuyentes del impuesto sobre la renta y comple-
mentarios podrán cancelar el valor total a pagar de la siguiente manera:

1. Grandes Contribuyentes: en cinco (5) cuotas.
2. Personas Jurídicas diferentes a Grandes Contribuyentes: en dos 

(2) cuotas.
3. Personas Naturales y Sucesiones Ilíquidas: en cuatro (4) cuotas
Parágrafo. El valor de cada cuota y las fechas de pago, serán esta-

blecidos anualmente mediante Decreto por el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su sanción y promulga-
ción y deroga todas aquellas que le sean contrarias.

Coordinador Ponente,
René Rodrigo Garzón Martínez.

Ponentes,
Santiago Castro Gómez, Germán Darío Hoyos, Oscar Leonidas 

Wilchez.
* * *

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 033 DE 2006 CAMARA

por la cual se declara la disciplina del “Capibol”  
como deporte nacional y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 7 de diciembre de 2006 
Doctora
LILIANA MARIA RENDON ROLDAN
Presidenta
Honorable Comisión Séptima
Cámara de Representantes 
Ciudad 
De conformidad con lo establecido en la Ley 5a de 1992, artículo 

156, y agradeciendo la designación y el honor que me hiciera la mesa 
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directiva de la Comisión Séptima, me permito rendir ponencia para se-
gundo debate, al Proyecto de ley número 033 de 2006 Cámara; por 
la cual se declara la disciplina del Capibol como deporte nacional y se 
dictan otras disposiciones, en los siguientes términos:

1. Introducción
El proyecto en mención fue debatido y votado en el seno de la Comi-

sión Séptima el día 28 de noviembre de 2006. Después de una amplia y 
nutrida discusión se obtuvo la aprobación del proyecto en primer deba-
te, resaltando la importancia que estas iniciativas tienen para la niñez y 
la juventud colombiana.

2. Objetivo del proyecto
Esta iniciativa parlamentaria pretende elevar a deporte nacional el 

juego del Capibol, teniendo en cuenta que es un deporte autóctono, am-
pliamente conocido por la juventud y la niñez del departamento del 
Vichada, el cual apareció como resultado de la inquietud propia de las 
nuevas generaciones por renovar los deportes tradicionales como el fút-
bol, el tenis y el voleibol.

3. Fundamentos legales
El presente proyecto, cumple con lo dispuesto en los artículos 154 y 

158 de la Constitución Nacional, en cuanto a que es de iniciativa parla-
mentaria y cumple con el requisito de unidad de materia.

El espíritu del proyecto concuerda ampliamente con el mandato del 
artículo 52 de la Constitución Política de Colombia por cuanto se refie-
re a la necesidad de fomentar y apoyar las actividades deportivas que 
ayudan en la formación integral del individuo así: “El ejercicio del 
deporte, sus manifestaciones recreativas, competitivas y autóctonas 
tiene como función la formación integral de las personas, preservar 
y desarrollar una mejor salud en el ser humano. 

El deporte y la recreación, forman parte de la educación y se 
constituyen gasto público social.

Se reconoce el derecho de todas las personas a la recreación, a la 
práctica del deporte y al aprovechamiento del tiempo libre.

El Estado fomentará estas actividades e inspeccionará, vigilará y 
controlará las organizaciones deportivas y recreativas cuya estruc-
tura y propiedad deberán ser democráticas”.

En esta iniciativa parlamentaria recogemos el sentimiento y la ex-
presión autóctona de la comunidad del Vichada y los departamentos 
aledaños, con este proyecto el autor busca la masificación de esta dis-
ciplina deportiva y convertirla en un deporte del nivel nacional, que 
contribuya con el desarrollo integral de los colombianos y su formación 
como personas, el CAPIBOL es un deporte con una amplia trayectoria 
en la comunidad vichadense y su objetivo es elevarlo al reconocimiento 
de deporte nacional.

4.	 Análisis del proyecto
El proyecto de ley puesto a consideración de la plenaria de la hono-

rable Cámara de Representantes consta de (cuatro) 4 artículos en los 
cuales se hace clara referencia a la voluntad de un pueblo, plasmada a 
través de la autoría del Representante a la Cámara por el Vichada, Jorge 
Julián Silva Meche, respaldado por el mandato de la Constitución Po-
lítica de Colombia en su artículo 52; en el mismo articulado faculta al 
Instituto Colombiano de la Juventud y el Deporte como máximo ente 
para que fije los propósitos, difusión y orientación para el desarrollo del 
Capibol como deporte nacional.

El capibol es un deporte colectivo, jugado por dos equipos de tres 
jugadores en una cancha de 18 metros por 9 metros, la cancha está di-
vidida en dos campos por una línea central sobre la cual se encuentra 
una red, sostenida a una altura de 1,05 metros. Para dar comienzo a la 
competencia, el balón se pone en juego con un saque ejecutado por un 
jugador zaguero colocado en la zona de saque que lo golpea con el pie y 
lo dirige al campo contrario sobre la red dentro de los límites laterales.

Cada equipo tendrá derecho a dos toques y a dos rebotes en su cam-
po antes de dirigirlo al campo contrario. Un jugador no podrá tocar dos 
veces el balón consecutivamente y se continuará el desarrollo del juego 
hasta que se cometa una falta o el juez del encuentro lo decida por algu-
na razón del reglamento.

Se marca un punto cuando un equipo gana una jugada inicial de 
saque o se gane una jugada, obteniendo derecho a un nuevo saque y 
moviendo sus jugadores una posición, efectuando una rotación en el 
sentido de las manecillas del reloj.

El equipo que logre marcar 11 puntos gana el tiempo, quien gane dos 
de tres obtiene el triunfo.

PROPOSICION
Con fundamento en los argumentos anteriores, consideramos que el 

proyecto de ley analizado cumple con los requisitos exigidos, razón 
por la cual presentamos ponencia favorable al proyecto y solicitamos a 
los honorables miembros de la Cámara de Representantes dar segundo 
debate al Proyecto de ley número 033 de 2006 Cámara, por la cual 
se declara la disciplina del Capibol como deporte nacional y se dictan 
otras disposiciones.

Cordialmente,
Representante a la Cámara por Bogotá, 
Polo Democrático Alternativo P.D.A.,

Venus Albeiro Silva Gómez.
TEXTO DEFINITIVO PARA SEGUNDO DEBATE  

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 033 DE 2006 CAMARA
por la cual se declara la disciplina del Capibol como deporte  

nacional y se dictan otras disposiciones.
Artículo 1°. Declárese la disciplina deportiva del Capibol como de-

porte nacional en todo el territorio. Su divulgación y fomento estará a 
cargo del Instituto Colombiano de la Juventud y el Deporte. 

Artículo 2°. Los practicantes del Capibol, tendrán el derecho a for-
mar clubes y ligas como las demás disciplinas deportivas; además de 
lo anterior, propenderán por hacer de esta disciplina parte de la imagen 
de Colombia en el exterior no solo como deporte, sino como símbolo 
cultural y patrimonio de la Nación. 

Artículo 3°. El Instituto Colombiano de la Juventud y el Deporte 
como máximo organismo planificador y rector, fijará los propósitos, 
estrategias y orientaciones para el desarrollo del Capibol; promoverá y 
regulará la participación del sector privado, asociado o no, en esta dis-
ciplina deportiva; dará asistencia técnica a los entes departamentales, 
distritales y municipales para la formulación de planes deportivos y la 
ejecución de proyectos relacionados con este deporte. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promul-
gación. 

Representante a la Cámara por Bogotá, 
Polo Democrático Alternativo P.D.A.,

Venus Albeiro Silva Gómez.

I N F O R M E S   D E   C O N C I L I A C I O N
INFORME DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY  
NUMERO 113 DE 2006 SENADO, 125 DE 2006 CAMARA

por la cual se modifica la naturaleza jurídica de Ecopetrol S. A.,
 y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., diciembre 13 de 2006
Honorables 
DILIAN FRANCISCA TORO TORRES
Presidenta Senado de la República

ALFREDO CUELLO BAUTE
Presidente Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Informe de Conciliación al Proyecto de ley número 

113 de 2006 Senado, 125 de 2006 Cámara, por la cual se modifica la 
naturaleza jurídica de Ecopetrol S. A., y se dictan otras disposiciones.

Señores Presidentes: 
De acuerdo con el encargo impartido por el Senado de la República 

y la Cámara de Representantes, nos permitimos rendir el informe de 
conciliación del proyecto en cuestión.
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INFORME DE CONCILIACION
De acuerdo con el mandato del artículo 161 de la Constitución Na-

cional y artículo 186 de la Ley 5ª de 1992, la Comisión de Conciliación 
reunida el 13 de diciembre de 2006, dirimió las controversias existentes 
entre los textos aprobados por las Plenarias del honorable Senado de 
la República y de la honorable Cámara de Representantes, citado en la 
referencia de la siguiente manera:

Texto Conciliado:
Artículo 1º. Los textos son iguales, no son objeto de concilia-

ción.
Artículo 1°. Naturaleza jurídica de Ecopetrol S. A. Autorizar a Eco-

petrol S. A., la emisión de acciones para que sean colocadas en el mer-
cado y puedan ser adquiridas por personas naturales o jurídicas. Una 
vez emitidas y colocadas total o parcialmente las acciones de que trata 
la presente ley, la sociedad quedará organizada como una Sociedad de 
Economía Mixta de carácter comercial, del orden nacional, vinculada 
al Ministerio de Minas y Energía; se denominará Ecopetrol S. A., su 
domicilio principal será la ciudad de Bogotá, D. C., y podrá establecer 
subsidiarias, sucursales y agencias en el territorio nacional y en el ex-
terior. 

Parágrafo 1°. Para la determinación por parte de la Asamblea General 
de Accionistas, del valor inicial de los títulos a emitir, Ecopetrol S. A. 
contratará, atendiendo los principios de gobierno corporativo, dos di-
ferentes bancas de inversión de reconocida idoneidad y trayectoria en 
procesos similares en el sector de hidrocarburos. Una de las bancas de 
inversión además de realizar la valoración de la empresa, se encargará 
de la estructuración del proceso en todas sus fases. 

Artículo 2º. Los textos son iguales, no son objeto de concilia-
ción.

Artículo 2°. Capitalización de Ecopetrol S. A. En el proceso de ca-
pitalización autorizado en el artículo 1° de esta Ley, se garantizará que 
la Nación conserve, como mínimo, el ochenta por ciento (80%) de las 
acciones, en circulación, con derecho a voto, de Ecopetrol S. A. 

Parágrafo 1°. El presupuesto de inversión de Ecopetrol S. A., para 
los años 2007 y 2008, en ningún caso será inferior al presupuesto de 
inversión del año anterior, incrementado en el PIB nominal del año an-
terior.

Artículo 3º. Se adiciona el parágrafo aprobado en el Senado, se 
acoge la eliminación del parágrafo 1° aprobado por la Cámara y se 
renumeran los parágrafos.

Artículo 3°. Democratización. Para garantizar la democratización de 
la propiedad accionaria, el programa de emisión y colocación de accio-
nes de Ecopetrol S. A., incluirá dos primeras rondas a las cuales podrán 
acceder los destinatarios de condiciones especiales de que trata el artí-
culo 3° de la Ley 226 de 1995, los patrimonios autónomos pensionales 
de Ecopetrol S. A., las entidades territoriales, y cualquier ciudadano 
colombiano. Agotadas estas rondas, la oferta se extenderá al público en 
general y a personas naturales o jurídicas. 

Parágrafo 1°. Para la emisión a que hace referencia la presente ley, 
ninguna persona natural podrá adquirir títulos por valor superior a cinco 
mil (5.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv).

Parágrafo 2°. En las dos primeras rondas, cada una de las personas 
jurídicas que suscriban acciones no podrán adquirir más de un límite 
porcentual que será fijado por la Asamblea General de accionistas de 
Ecopetrol S. A., y que en ningún caso excederá el 3% de las acciones en 
circulación de la empresa.

Exceptúense de esta disposición los fondos de pensiones y cesantías, 
los fondos mutuos de inversión y los patrimonios autónomos pensiona-
les de Ecopetrol S. A., los cuales podrán superar el límite atrás indicado, 
siempre que se ajusten a lo que se determine en los lineamientos de in-
versión establecidos por la Superintendencia Financiera de Colombia.

En todo caso, colectivamente los fondos de pensiones y cesantías, 
los fondos mutuos de inversión y los patrimonios autónomos pensiona-
les de Ecopetrol S. A. no podrán adquirir más del 15% de las acciones 
en circulación de Ecopetrol S. A.

Parágrafo 3°. Ecopetrol S. A., podrá establecer plazos para el pago 
de un porcentaje de las acciones que se suscriban en las dos primeras 
rondas

Artículo 4º. Los textos son iguales, no son objeto de concilia-
ción.

Artículo 4°. Objetivos. Ecopetrol S. A., además de los objetivos con-
sagrados en el artículo 34 del Decreto-ley 1760 de 2003, podrá realizar 
la investigación, desarrollo y comercialización de fuentes convenciona-
les y alternas de energía; la producción, mezcla, almacenamiento, trans-
porte y comercialización de componentes oxigenantes y biocombusti-
bles, la operación portuaria y la realización de cualesquiera actividades 
conexas, complementarias o útiles para el desarrollo de las anteriores. 

Artículo 5º. Se acoge el texto aprobado por el Senado
Artículo 5°. Organos de dirección y administración. Ecopetrol S. A., 

una vez constituida como sociedad de economía mixta, será dirigida 
y administrada por la Asamblea General de Accionistas, la Junta Di-
rectiva y el Presidente de la sociedad, de acuerdo con lo que señalen 
sus estatutos. La Asamblea General designará los miembros de la Junta 
Directiva y esta, a su vez, designará al Presidente. 

Parágrafo 1°. Los departamentos productores de hidrocarburos ex-
plotados por Ecopetrol S. A., tendrán acceso a un asiento en la Junta 
Directiva de Ecopetrol S. A., que se designará de acuerdo con lo que 
dispongan los estatutos.

Parágrafo transitorio. Mientras se designan los miembros de la Junta 
Directiva y el Presidente de la sociedad en la forma establecida en los 
estatutos, continuarán ejerciendo las respectivas funciones los miem-
bros de la Junta Directiva y el Presidente de Ecopetrol S. A., que es-
tuvieren ejerciendo dichas funciones en el momento en que ocurra el 
cambio de naturaleza jurídica.

Artículo 6º. Se acoge el texto aprobado por el Senado
Artículo 6°. Régimen aplicable a Ecopetrol S. A. Todos los actos 

jurídicos, contratos y actuaciones necesarias para administrar y desa-
rrollar el objeto social de Ecopetrol S. A., una vez constituida como 
sociedad de economía mixta, se regirán exclusivamente por las reglas 
del derecho privado, sin atender el porcentaje del aporte estatal dentro 
del capital social de la empresa.

Artículo 7º. Los textos son iguales, no son objeto de concilia-
ción.

Artículo 7°. Régimen laboral. Una vez ocurra el cambio de natura-
leza jurídica de Ecopetrol S. A., la totalidad de los servidores públicos 
de Ecopetrol S. A., tendrán el carácter de trabajadores particulares y por 
ende, a los contratos individuales de trabajo continuarán aplicándoles 
las disposiciones contenidas en el Código Sustantivo del Trabajo, en la 
Convención Colectiva de Trabajo y en el Acuerdo 01 de 1977, según 
sea el caso, con las modificaciones y adiciones que se presenten.

Los trabajadores y pensionados de Ecopetrol S. A., continuarán ri-
giéndose por las normas que hoy les son aplicables en materia de segu-
ridad social.

Parágrafo 1°. A Ecopetrol S. A., una vez constituida como sociedad 
de economía mixta, no le será aplicable la disposición contenida en el 
artículo 92 de la Ley 617 de 2000 y las normas que la adicionen, modi-
fiquen o sustituyan.

Artículo 8º. Los textos son iguales, no son objeto de concilia-
ción.

Artículo 8°. Transición en materia disciplinaria. La Oficina de Con-
trol Disciplinario Interno de Ecopetrol S. A., continuará conociendo de 
los procesos que se encontraren con apertura de investigación discipli-
naria hasta por el término de dos (2) años, contados a partir de que la 
Empresa se constituya como sociedad de economía mixta.

Las demás investigaciones y quejas que a dicha fecha se encontraren 
por tramitar, pasarán a conocimiento de la Procuraduría General de la 
Nación, al igual que aquellos procesos disciplinarios que transcurridos 
los dos años no se hubieren culminado.
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Artículo 9º. Los textos son iguales, no son objeto de concilia-
ción.

Artículo 9°. Cargas fiscales. Ecopetrol S. A., una vez constituida 
como sociedad de economía mixta, no estará obligada a asumir cargas 
fiscales diferentes a las derivadas del desarrollo de su objeto social. 

Parágrafo 1°. Las cargas fiscales señaladas en el artículo 55 de la Ley 
191 de 1995 y en el artículo 17 literal k) de la Ley 161 de 1994, seguirán 
siendo asumidas por Ecopetrol S. A., durante la vigencia 2007. A partir 
de la vigencia 2008, dichas cargas serán asumidas por la Nación en las 
mismas condiciones, de acuerdo con la ley.

Artículo 10. Los textos son iguales, no son objeto de concilia-
ción.

Artículo 10. Transitorio. Las comunidades colombianas que a la fe-
cha de la expedición de esta ley tengan problemas en lo referente a 
reubicación de territorios por explotación petrolera, serán solucionados 
por Ecopetrol S. A., en el menor tiempo posible.

Artículo 11. Los textos son iguales, no son objeto de concilia-
ción.

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
publicación, deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en 
especial los parágrafos 2° y 4° del artículo 5º, el artículo 21, los artícu-
los 33 y 36 al 51 y el parágrafo 2° del artículo 52 del Decreto-ley 1760 
de 2003 y modifica el artículo 55 de la Ley 191 de 1995 y el artículo 17 
literal k) de la Ley 161 de 1994.

De los Honorables Congresistas, 
Cámara de Representantes		

Jairo Díaz Contreras, Luis Enrique Dussán, Jorge Carmelo Pérez.
Senado de la República,

William Montes, José David Name, Oscar Reyes.
TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 113 

DE 2006 SENADO, 125 DE 2006 CAMARA DE ORIGEN  
GUBERNAMENTAL

por la cual se modifica la naturaleza jurídica de Ecopetrol S. A.  
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Naturaleza jurídica de Ecopetrol S. A. Autorizar a Eco-
petrol S. A., la emisión de acciones para que sean colocadas en el mer-
cado y puedan ser adquiridas por personas naturales o jurídicas. Una 
vez emitidas y colocadas total o parcialmente las acciones de que trata 
la presente ley, la sociedad quedará organizada como una Sociedad de 
Economía Mixta de carácter comercial, del orden nacional, vinculada 
al Ministerio de Minas y Energía; se denominará Ecopetrol S. A., su 
domicilio principal será la ciudad de Bogotá, D. C., y podrá establecer 
subsidiarias, sucursales y agencias en el territorio nacional y en el ex-
terior. 

Parágrafo 1°. Para la determinación por parte de la Asamblea General 
de Accionistas, del valor inicial de los títulos a emitir, Ecopetrol S. A. 
contratará, atendiendo los principios de gobierno corporativo, dos di-
ferentes bancas de inversión de reconocida idoneidad y trayectoria en 
procesos similares en el sector de hidrocarburos. Una de las bancas de 
inversión además de realizar la valoración de la empresa, se encargará 
de la estructuración del proceso en todas sus fases. 

Artículo 2°. Capitalización de Ecopetrol S. A. En el proceso de 
capitalización autorizado en el artículo 1° de esta ley, se garanti-
zará que la Nación conserve, como mínimo, el ochenta por ciento 
(80%) de las acciones, en circulación, con derecho a voto, de Eco-
petrol S. A. 

Parágrafo 1°. El presupuesto de inversión de Ecopetrol S. A., para 
los años 2007 y 2008, en ningún caso será inferior al presupuesto de 
inversión del año anterior, incrementado en el PIB nominal del año an-
terior.

Artículo 3°. Democratización. Para garantizar la democratización de 
la propiedad accionaria, el programa de emisión y colocación de accio-

nes de Ecopetrol S. A. incluirá dos primeras rondas a las cuales podrán 
acceder los destinatarios de condiciones especiales de que trata el artí-
culo 3° de la Ley 226 de 1995, los patrimonios autónomos pensionales 
de Ecopetrol S. A., las entidades territoriales, y cualquier ciudadano 
colombiano. Agotadas estas rondas, la oferta se extenderá al público en 
general y a personas naturales o jurídicas. 

Parágrafo 1°. Para la emisión a que hace referencia la presente ley, 
ninguna persona natural podrá adquirir títulos por valor superior a cinco 
mil (5.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv).

Parágrafo 2°. En las dos primeras rondas, cada una de las personas 
jurídicas que suscriban acciones no podrán adquirir más de un límite 
porcentual que será fijado por la Asamblea General de accionistas de 
Ecopetrol S. A., y que en ningún caso excederá el 3% de las acciones en 
circulación de la empresa.

Exceptúense de esta disposición los fondos de pensiones y cesantías, 
los fondos mutuos de inversión y los patrimonios autónomos pensiona-
les de Ecopetrol S. A., los cuales podrán superar el límite atrás indicado, 
siempre que se ajusten a lo que se determine en los lineamientos de in-
versión establecidos por la Superintendencia Financiera de Colombia.

En todo caso, colectivamente los fondos de pensiones y cesantías, 
los fondos mutuos de inversión y los patrimonios autónomos pensiona-
les de Ecopetrol S. A. no podrán adquirir más del 15% de las acciones 
en circulación de Ecopetrol S. A.

Parágrafo 3°. Ecopetrol S. A. podrá establecer plazos para el pago 
de un porcentaje de las acciones que se suscriban en las dos primeras 
rondas.

Artículo 4°. Objetivos. Ecopetrol S. A. además de los objetivos con-
sagrados en el artículo 34 del Decreto-ley 1760 de 2003, podrá realizar 
la investigación, desarrollo y comercialización de fuentes convenciona-
les y alternas de energía; la producción, mezcla, almacenamiento, trans-
porte y comercialización de componentes oxigenantes y biocombusti-
bles, la operación portuaria y la realización de cualesquiera actividades 
conexas, complementarias o útiles para el desarrollo de las anteriores. 

Artículo 5°. Organos de dirección y administración. Ecopetrol S. 
A., una vez constituida como sociedad de economía mixta, será diri-
gida y administrada por la Asamblea General de Accionistas, la Junta 
Directiva y el Presidente de la sociedad, de acuerdo con lo que señalen 
sus estatutos. La Asamblea General designará los miembros de la Junta 
Directiva y esta, a su vez, designará al Presidente. 

Parágrafo 1°. Los departamentos productores de hidrocarburos ex-
plotados por Ecopetrol S. A. tendrán acceso a un asiento en la Junta 
Directiva de Ecopetrol S. A. que se designará de acuerdo a lo que dis-
pongan los estatutos.

Parágrafo transitorio. Mientras se designan los miembros de la Junta 
Directiva y el Presidente de la sociedad en la forma establecida en los 
estatutos, continuarán ejerciendo las respectivas funciones los miem-
bros de la Junta Directiva y el Presidente de Ecopetrol S. A. que es-
tuvieren ejerciendo dichas funciones en el momento en que ocurra el 
cambio de naturaleza jurídica.

Artículo 6°. Régimen aplicable a Ecopetrol S. A. Todos los actos 
jurídicos, contratos y actuaciones necesarias para administrar y desa-
rrollar el objeto social de Ecopetrol S. A. una vez constituida como 
sociedad de economía mixta, se regirán exclusivamente por las reglas 
del derecho privado, sin atender el porcentaje del aporte estatal dentro 
del capital social de la empresa. 

Artículo 7°. Régimen laboral. Una vez ocurra el cambio de natura-
leza jurídica de Ecopetrol S. A. la totalidad de los servidores públicos 
de Ecopetrol S. A. tendrán el carácter de trabajadores particulares y, por 
ende, a los contratos individuales de trabajo continuarán aplicándoles 
las disposiciones contenidas en el Código Sustantivo del Trabajo, en la 
Convención Colectiva de Trabajo y en el Acuerdo 01 de 1977, según 
sea el caso, con las modificaciones y adiciones que se presenten.

Los trabajadores y pensionados de Ecopetrol S. A. continuarán ri-
giéndose por las normas que hoy les son aplicables en materia de segu-
ridad social.
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Parágrafo 1°. A Ecopetrol S. A., una vez constituida como sociedad 
de economía mixta, no le será aplicable la disposición contenida en el 
artículo 92 de la Ley 617 de 2000 y las normas que la adicionen, modi-
fiquen o sustituyan.

Artículo 8°. Transición en materia disciplinaria. La Oficina de Con-
trol Disciplinario Interno de Ecopetrol S. A., continuará conociendo de 
los procesos que se encontraren con apertura de investigación discipli-
naria hasta por el término de dos (2) años, contados a partir de que la 
Empresa se constituya como sociedad de economía mixta.

Las demás investigaciones y quejas que a dicha fecha se encontraren 
por tramitar, pasarán a conocimiento de la Procuraduría General de la 
Nación, al igual que aquellos procesos disciplinarios que transcurridos 
los dos años no se hubieren culminado.

Artículo 9°. Cargas fiscales. Ecopetrol S. A., una vez constituida 
como sociedad de economía mixta, no estará obligada a asumir cargas 
fiscales diferentes a las derivadas del desarrollo de su objeto social. 

Parágrafo 1°. Las cargas fiscales señaladas en el artículo 55 de la Ley 
191 de 1995 y en el artículo 17 literal k) de la Ley 161 de 1994, seguirán 
siendo asumidas por Ecopetrol S. A. durante la vigencia 2007. A partir 
de la vigencia 2008, dichas cargas serán asumidas por la Nación en las 
mismas condiciones, de acuerdo con la ley.

Artículo 10. Transitorio. Las comunidades colombianas que a la fe-
cha de la expedición de esta ley tengan problemas en lo referente a 
reubicación de territorios por explotación petrolera, serán solucionados 
por Ecopetrol S. A., en el menor tiempo posible.

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
publicación, deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en 
especial los parágrafos 2° y 4° del artículo 5º, el artículo 21, los artícu-
los 33 y 36 al 51 y el parágrafo 2° del artículo 52 del Decreto-ley 1760 
de 2003 y modifica el artículo 55 de la Ley 191 de 1995 y el artículo 17 
literal k) de la Ley 161 de 1994.

De los honorables Congresistas, 
Cámara de Representantes		

Jairo Díaz Contreras, Luis Enrique Dussán, Jorge Carmelo Pérez.
Senado de la República,

William Montes, José David Name, Oscar Reyes.
 * * *

INFORME DE LA COMISION DE CONCILIACION  
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 208 DE 2005 SENADO,  

138 DE 2006 CAMARA 
por la cual se dictan normas para la prevención, detección,  

investigación y sanción de la financiación del terrorismo  
y otras disposiciones.

Bogotá, D. C, 13 de diciembre de 2006
Honorables Congresistas 
DILIAN FRANCISCA TORO
Presidenta Senado de la República
ALFREDO CUELLO B.
Presidente Cámara de Representantes
Cuidad 
Ref.: INFORME DE LA COMISION DE CONCILIACION AL 

PROYECTO DE LEY NUMERO 208 DE 2005 SENADO, 138 DE 
2006 CAMARA, por la cual se dictan normas para la prevención, 
detección, investigación y sanción de la financiación del terrorismo y 
otras disposiciones. 

De acuerdo con la designación hecha por las Mesas Directivas del 
honorable Senado de la República y la honorable Cámara de Represen-
tantes, los suscritos Senadores y Representantes nos permitimos rendir 
el presente informe de conciliación al Proyecto de ley número 208 de 
2005 SENADO, 138 de 2006 Cámara, por la cual se dictan normas 
para la prevención, detección, investigación y sanción de la financia-
ción del terrorismo y otras disposiciones”; por tal motivo hemos de-

cidido acoger como texto definitivo el aprobado en la Plenaria de la 
Cámara de Representantes el día 12 de diciembre de 2006. 

Sólo se presentaron discrepancias en los artículos 4°, 11, 20, 26, 27 
y 28.

En los artículos 4° y 11 aprobados por la Plenaria de la Cámara se 
corrigió un yerro tipográfico.

En el artículo 20 del texto aprobado por la Plenaria de la Cámara re-
ferente a la publicación de las listas internacionales de personas y enti-
dades relacionadas con actividades terroristas, se acogió una propuesta 
presentada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, cuya finalidad 
era darle mayor claridad a la redacción de la norma.

En el artículo 26 del texto aprobado por la Plenaria de la Cámara 
se incluyó, dentro de los delitos que no tendrán derecho a beneficios y 
subrogados, el de financiación del terrorismo y se excluyó de esta lista 
al secuestro simple. 

En el artículo 27 del texto aprobado por la Plenaria de la Cámara se 
mejora la redacción frente al aprobado en la Plenaria del Senado.

Finalmente, en el artículo 28 del texto aprobado por la Plenaria de la 
Cámara, se corrigió un yerro tipográfico. 

Adjuntamos el texto conciliado.
Honorables Senadores de la República,

Germán Vargas Lleras, Ciro Ramírez Pinzón.
Honorables Representantes a la Cámara,

Nicolás Uribe Rueda, Fernando Tamayo Tamayo.
TEXTO PROPUESTO POR LA COMISION  

DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY NUMERO 208 
DE 2005 SENADO, 138 DE 2006 CAMARA 

por la cual se dictan normas para la prevención, detección,  
investigación y sanción de la financiación del terrorismo  

y otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Modifícase el numeral 1 y el literal d) del numeral 2 

del artículo 102 del Decreto 663 de 1993, los cuales quedarán así:
Artículo 102. Régimen general. 
1. Obligación y control a actividades delictivas. Las instituciones 

sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Financiera o 
quien haga sus veces, estarán obligadas a adoptar medidas de control 
apropiadas y suficientes, orientadas a evitar que en la realización de 
sus operaciones puedan ser utilizadas como instrumento para el oculta-
miento, manejo, inversión o aprovechamiento en cualquier forma de di-
nero u otros bienes provenientes de actividades delictivas o destinados 
a su financiación, o para dar apariencia de legalidad a las actividades 
delictivas o a las transacciones y fondos vinculados con las mismas. 

2. Mecanismos de control. (...) 
d) Reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Informa-

ción y Análisis Financiero cualquier información relevante sobre mane-
jo de activos o pasivos u otros recursos, cuya cuantía o características 
no guarden relación con la actividad económica de sus clientes, o sobre 
transacciones de sus usuarios que por su número, por las cantidades 
transadas o por las características particulares de las mismas, puedan 
conducir razonablemente a sospechar que los mismos están usando a la 
entidad para transferir, manejar, aprovechar o invertir dineros o recursos 
provenientes de actividades delictivas o destinados a su financiación.

Artículo 2°. Modifícase el artículo 105 del Decreto 663 de 1993, 
modificado por el artículo 11 de la Ley 526 de 1999, el cual quedará 
así:

Artículo 105. Reserva sobre la información reportada. Sin perjuicio 
de la obligación de reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad 
de Información y Análisis Financiero la información a que se refiere 
la letra d) del numeral 2 del artículo 102, las instituciones financieras 
sólo estarán obligadas a suministrar información obtenida en desarrollo 
de los mecanismos previstos en los artículos anteriores cuando así lo 
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solicite la Unidad de Información y Análisis Financiero o la Fiscalía 
General de la Nación.

Las autoridades, las entidades, sus administradores y sus funcio-
narios que tengan conocimiento por cualquier motivo de las informa-
ciones y documentos a que se refieren los artículos anteriores deberán 
mantener reserva sobre los mismos.

Las autoridades, las entidades, sus administradores y sus funciona-
rios no podrán dar a conocer a las personas que hayan efectuado o in-
tenten efectuar operaciones sospechosas, que se ha comunicado a la 
Unidad de Información y Análisis Financiero información sobre las 
mismas, y deberán guardar reserva sobre dicha información.

Artículo 3°. Modifícase el artículo 43 de la Ley 190 de 1995, el 
cual quedará así:

Artículo 43. Las obligaciones establecidas en los artículos 102 a 107 
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (Decreto 663 de 1993) y 
demás normas concordantes serán aplicables en lo pertinente a las per-
sonas que se dediquen profesionalmente a actividades de comercio ex-
terior, operaciones de cambio y del mercado libre de divisas, casinos o 
juegos de azar, así como aquellas que determine el Gobierno Nacional.

Parágrafo. El control del cumplimiento de las obligaciones impues-
tas por la presente disposición se realizará por la respectiva entidad que 
ejerza vigilancia sobre la persona obligada. 

Artículo 4°. Modifícanse los incisos 1°, 2° y 3° del artículo 3° de 
la Ley 526 de 1999, los cuales quedarán así:

Artículo 3º. Funciones de la Unidad. La Unidad tendrá como objeti-
vo la prevención y detección, de operaciones que puedan ser utilizadas 
como instrumento para el ocultamiento, manejo, inversión o aprove-
chamiento en cualquier forma de dinero u otros bienes provenientes de 
actividades delictivas o destinados a su financiación, o para dar apa-
riencia de legalidad a las actividades delictivas o a las transacciones y 
fondos vinculados con las mismas, prioritariamente el lavado de activos 
y la financiación del terrorismo. Para ello centralizará, sistematizará 
y analizará mediante actividades de inteligencia financiera la informa-
ción recaudada, en desarrollo de lo previsto en los artículos 102 a 107 
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y sus normas remisorias 
o complementarias, las normas tributarias, aduaneras y demás infor-
mación que conozcan las entidades del Estado o privadas que pueda 
resultar relevante para el ejercicio de sus funciones. Dichas entidades 
estarán obligadas a suministrar de oficio o a solicitud de la Unidad, la 
información de que trata el presente artículo. Así mismo, la Unidad po-
drá recibir información de personas naturales.

La Unidad en cumplimiento de su objetivo, comunicará a las autori-
dades competentes y a las entidades legitimadas para ejercitar la acción 
de extinción de dominio, cualquier información pertinente dentro del 
marco de la lucha integral contra el lavado de activos, la financiación 
del terrorismo y las actividades que dan origen a la acción de extinción 
del dominio. 

Artículo 5°. Modifícanse los numerales 1, 2, 3, 4, 7, 8 y 9 del artí-
culo 4° de la Ley 526 de 1999, los cuales quedarán así:

Artículo 4º. Funciones de la Dirección General. Las siguientes serán 
las funciones de la Dirección General:

1. Participar en la formulación de las políticas para la prevención y 
detección, y en general, la lucha contra el lavado de activos y la finan-
ciación del terrorismo en todas sus manifestaciones.

2. Centralizar, sistematizar y analizar la información suministrada 
por quienes están obligados a cumplir con lo establecido en los artícu-
los 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y sus nor-
mas remisorias y complementarias, las normas tributarias, aduaneras, 
cambiarias y demás información que conozcan las entidades del Estado 
y privadas que pueda resultar vinculada con operaciones de lavado de 
activos o de financiación del terrorismo, la cual podrá reposar en las ba-
ses de datos de cada entidad si no fuere necesario mantenerla de manera 
permanente en la Unidad.

3. Coordinar el estudio por parte de la Unidad de nuevos sectores 
afectados o susceptibles de ser utilizados para el lavado de activos o la 
financiación del terrorismo.

4. Comunicar a las autoridades competentes y a las entidades le-
gitimadas para ejercitar la acción de extinción del dominio cualquier 
información pertinente dentro del marco de la lucha integral contra el 
lavado de activos, la financiación de terrorismo y las actividades que 
den origen a la acción de extinción de dominio.

(...)
7. Participar en las modificaciones legales a que haya lugar para el 

efectivo control del lavado de activos y de la financiación de terro-
rismo.

8. Rendir los informes que le soliciten los Ministros de Hacienda y 
Crédito Público y del Interior y Justicia, en relación con el control al 
lavado de activos y la financiación del terrorismo.

9. Evaluar y decidir sobre la pertinencia de enviar a la Fiscalía Gene-
ral de la Nación y a las demás autoridades competentes, para su verifi-
cación, la información que conozca en desarrollo de su objeto.

Artículo 6°. Modifícase el numeral 2 del artículo 6° de la Ley 526 
de 1999, el cual quedará así:

Artículo 6º. Funciones de la Subdirección de Análisis Estratégico. 
Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección de Aná-
lisis Estratégico: (...) 

2. Realizar los estudios necesarios para mantener actualizada la Uni-
dad sobre las prácticas, técnicas y tipologías utilizadas para el lavado 
de activos y la financiación del terrorismo, en los diferentes sectores de 
la economía, así como la identificación de los perfiles de los presuntos 
responsables de estas actividades.

Artículo 7°. Modifícanse los numerales 3 y 6 del artículo 7° de la 
Ley 526 de 1999, los cuales quedarán así:

Artículo 7º. Funciones de la Subdirección de Análisis de Operacio-
nes. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección de 
Análisis de Operaciones: (...)

3. Preparar los informes acerca de posibles casos de lavado de ac-
tivos o financiación del terrorismo detectados, y presentarlos a la Di-
rección General para su consideración, de acuerdo con los flujos de 
información recibidos y los análisis que desarrolle.

(…)
6. Cooperar y servir de enlace con las unidades antilavado o contra 

la financiación del terrorismo existentes o con las dependencias que 
desarrollan esta función en las entidades nacionales. Interactuar con los 
sectores que puedan estar involucrados en el tema de la prevención y 
control al lavado de activos y la financiación del terrorismo.

Artículo 8°. Adiciónase un parágrafo y modifícanse los incisos 
3° y 4° del artículo 9° de la Ley 526 de 1999 y los cuales quedarán 
así:

Artículo 9º. Manejo de información. (...)
Para los temas de competencia de la UIAF, no será oponible la reser-

va bancaria, cambiaria, bursátil y tributaria respecto de las bases gra-
vables y la determinación privada de los impuestos que figuren en las 
declaraciones tributarias, así como aquella que exista sobre los datos 
de suscriptores y equipos que suministran los concesionarios y licen-
ciatarios que prestan los servicios de comunicaciones previsto en el ar-
tículo 32 de la Ley 782 de 2002, el registro de extranjeros, los datos 
sobre información judicial e investigaciones de carácter migratorio, el 
movimiento migratorio, tanto de nacionales como de extranjeros, ante-
cedentes y anotaciones penales, y datos sobre la existencia y estado de 
investigaciones en los entes de control, lo anterior sin perjuicio de la 
obligación de las entidades públicas y de los particulares de suministrar 
de oficio o a solicitud de la Unidad, la información de que trata el artí-
culo 3º de esta ley.

La información que recaude la Unidad de que trata la presente ley 
en cumplimiento de sus funciones y la que se produzca como resultado 
de su análisis, estará sujeta a reserva, salvo solicitud de las autoridades 
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competentes y las entidades legitimadas para ejercitar la acción de ex-
tinción de dominio quienes deberán mantener la reserva aquí prevista.

Parágrafo. Para el acceso a la información reservada a la cual tiene 
acceso la UIAF de acuerdo con la presente ley, y que esté bajo la cus-
todia de otra autoridad, la UIAF podrá celebrar convenios en los que se 
precisen las condiciones para el acceso a la información y se garantice 
el mantenimiento de la reserva.

Artículo 9°. Modifícase el artículo 23 de la Ley 365 de 1997, el 
cual quedará así:

Artículo 23. Entidades cooperativas que realizan actividades de 
ahorro y crédito. Además de las entidades Cooperativas de grado supe-
rior que se encuentren bajo la vigilancia de la Superintendencia Finan-
ciera o quien haga sus veces, también estarán sujetas a lo establecido en 
los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, 
todas las entidades cooperativas que realicen actividades de ahorro y 
crédito.

Para las cooperativas de ahorro y crédito y las cooperativas mul-
tiactivas e integrales con sección de ahorro y crédito vigiladas por la 
Superintendencia de la Economía Solidaria, este ente de supervisión, 
reglamentará lo dispuesto en los citados artículos del Estatuto Finan-
ciero y podrá modificar las cuantías a partir de las cuales deberá dejarse 
constancia de la información relativa a transacciones en efectivo.

Las cooperativas de ahorro y crédito y las cooperativas multiacti-
vas e integrales con sección de ahorro y crédito, deberán informar a 
la UIAF la totalidad de las transacciones en efectivo de que trata el 
artículo 103 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, conforme a 
las instrucciones que para el efecto imparta la Superintendencia de la 
Economía Solidaria.

Artículo 10. Responsabilidad de entidades o personas obligadas 
a cumplir con las normas y principios contenidos en los artículos 
102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 

El régimen previsto para las instituciones sometidas al control y vi-
gilancia de la Superintendencia Financiera, o de la entidad que haga sus 
veces, a que se refieren los artículos 209, 210 y 211 numeral 3 del Esta-
tuto Orgánico del Sistema Financiero, salvo norma especial, se aplicará 
a las entidades o personas obligadas a cumplir con las normas y prin-
cipios contenidos en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero.

La aplicación del procedimiento e imposición de las sanciones será 
realizada por la respectiva autoridad que ejerza las funciones de inspec-
ción, control o vigilancia, para lo cual dará cumplimiento a las normas 
administrativas de carácter especial que le sean aplicables o en su de-
fecto dará aplicación al procedimiento contemplado en el Código Con-
tencioso Administrativo.

Artículo 11. Modifícase el inciso 4 del artículo 3° de la Ley 526 de 
1999, el cual quedará así:

Artículo 3°. Funciones de la Unidad. (…)
La Unidad de que trata este artículo, dentro del ámbito de su compe-

tencia, podrá celebrar convenios de cooperación con entidades de simi-
lar naturaleza de otros estados e instancias internacionales pertinentes y 
con las instituciones nacionales públicas o privadas a que hubiere lugar, 
sin perjuicio de las obligaciones consagradas en la presente ley.

Artículo 12. Modifícase el literal e) y adiciónase un literal f) al 
numeral 2 del artículo 102 del Decreto 663 de 1993, los cuales que-
darán así:

Artículo 102. Régimen general. (…)
e) Estar en consonancia con los estándares internacionales en la ma-

teria;
f) Los demás que señale el Gobierno Nacional.
Artículo 13. Modifícase el numeral 6 del artículo 4° de la Ley 526 

de 1999, el cual quedará así:
Artículo 4º. Funciones de la Dirección General. Las siguientes serán 

las funciones de la Dirección General (...)

6. Celebrar dentro del ámbito de su competencia, convenios de co-
operación con entidades de similar naturaleza de otros Estados e ins-
tancias internacionales pertinentes y con las instituciones nacionales 
públicas o privadas a que hubiere lugar.

Artículo 14. Modifícase el numeral 6 del artículo 6° de la Ley 526 
de 1999, el cual quedará así:

Artículo 6º. Funciones de la Subdirección de Análisis Estratégico. 
Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección de Aná-
lisis Estratégico: (...) 

6. Preparar los convenios de cooperación con las entidades de simi-
lar naturaleza en otros países, con las instancias internacionales per-
tinentes y con las instituciones nacionales públicas o privadas a que 
hubiere lugar.

Artículo 15. Modifícase el numeral 7 del artículo 7° de la Ley 526 
de 1999, el cual quedará así:

Artículo 7º. Funciones de la Subdirección de Análisis de Operacio-
nes. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección de 
Análisis de Operaciones: (...)

7. Desarrollar los convenios de intercambio de información celebra-
dos con las unidades de similar naturaleza del exterior, con las instan-
cias internacionales pertinentes y con las instituciones nacionales públi-
cas o privadas a que hubiere lugar. 

Artículo 16. Modifícase el artículo 345 de la Ley 599 de 2000, el 
cual quedará así:

Artículo 345. Financiación del terrorismo y administración de re-
cursos relacionados con actividades terroristas. El que directa o indi-
rectamente provea, recolecte, entregue, reciba, administre, aporte, cus-
todie o guarde fondos, bienes o recursos, o realice cualquier otro acto 
que promueva, organice, apoye, mantenga, financie o sostenga econó-
micamente a grupos armados al margen de la ley o a sus integrantes, o a 
grupos terroristas nacionales o extranjeros, o a terroristas nacionales o 
extranjeros, o a actividades terroristas, incurrirá en prisión de trece (13) 
a veintidós (22) años y multa de mil trescientos (1.300) a quince mil 
(15.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 17. Modifícase el inciso 1° del artículo 323 de la Ley 599 
de 2000, modificado por el artículo 8° de la Ley 747 de 2002, el cual 
quedará así: 

Artículo 323. Lavado de activos. El que adquiera, resguarde, invier-
ta, transporte, transforme, custodie o administre bienes que tengan su 
origen mediato o inmediato en actividades de tráfico de migrantes, trata 
de personas, extorsión, enriquecimiento ilícito, secuestro extorsivo, re-
belión, tráfico de armas, financiación del terrorismo y administración 
de recursos relacionados con actividades terroristas, tráfico de drogas 
tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, delitos contra el sis-
tema financiero, delitos contra la administración pública, o vinculados 
con el producto de delitos ejecutados bajo concierto para delinquir, o 
les dé a los bienes provenientes de dichas actividades apariencia de le-
galidad o los legalice, oculte o encubra la verdadera naturaleza, origen, 
ubicación, destino, movimiento o derecho sobre tales bienes o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, incurrirá 
por esa sola conducta, en prisión de ocho (8) a veintidós (22) años y 
multa de seiscientos cincuenta (650) a cincuenta mil (50.000) salarios 
mínimos legales vigentes. 

Artículo 18. Modifícase el artículo 441 de la Ley 599 de 2000, 
modificado por el artículo 9° de la Ley 733 de 2002, el cual quedará 
así: 

Artículo 441. Omisión de denuncia de particular. El que teniendo 
conocimiento de la comisión de un delito de genocidio, desplazamiento 
forzado, tortura, desaparición forzada, homicidio, secuestro, secuestro 
extorsivo o extorsión, narcotráfico, tráfico de drogas tóxicas, estupefa-
cientes o sustancias sicotrópicas, terrorismo, financiación del terroris-
mo y administración de recursos relacionados con actividades terroris-
tas, enriquecimiento ilícito, testaferrato, lavado de activos, cualquiera 
de las conductas contempladas en el Título II y en el Capítulo IV del 
Título IV de este libro, en este último caso cuando el sujeto pasivo sea 
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un menor de doce (12) años, omitiere sin justa causa informar de ello 
en forma inmediata a la autoridad, incurrirá en prisión de tres (3) a ocho 
(8) años.

Artículo 19. Modifícase el inciso 2° del artículo 340 de la Ley 599 
de 2000, modificado por el artículo 8º de la Ley 733 de 2002, el cual 
quedará así:

Artículo 340. Concierto para delinquir. (...)
Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desapa-

rición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, 
terrorismo, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias si-
cotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento 
ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o Financiamiento del 
Terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades 
terroristas, la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) años y 
multa de dos mil setecientos (2.700) hasta treinta mil (30.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes. 

Artículo 20. Procedimiento para la publicación y cumplimiento 
de las obligaciones relacionadas con listas internacionales vinculan-
tes para Colombia de conformidad con el Derecho Internacional. 

El Ministerio de Relaciones Exteriores transmitirá las listas de per-
sonas y entidades asociadas con organizaciones terroristas, vinculan-
tes para Colombia conforme al Derecho Internacional y solicitará a las 
autoridades competentes que realicen una verificación en las bases de 
datos con el fin de determinar la posible presencia o tránsito de personas 
incluidas en las listas y bienes o fondos relacionados con estas.

Las autoridades consultadas deberán realizar las verificaciones per-
tinentes e informar a la Fiscalía General de la Nación, quien evaluará la 
pertinencia de la información y comunicará los resultados obtenidos al 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, a través del Ministerio 
de Relaciones Exteriores.

Los particulares que conozcan de la presencia o tránsito de una per-
sona incluida en una de las listas mencionadas o de bienes o fondos re-
lacionados con estas deberán informar oportunamente al Departamen-
to Administrativo de Seguridad, DAS y a la Unidad de Información y 
Análisis Financiero, UIAF, para lo de su competencia. Al suministro de 
esta información se le aplicará el régimen de responsabilidad previsto 
en el artículo 42 de la Ley 190 de 1995.

Parágrafo. Si alguna persona considera que fue indebidamente in-
cluida en una lista internacional en materia del terrorismo o financia-
ción del terrorismo, vinculante para Colombia conforme al Derecho In-
ternacional, podrá solicitar al Defensor del Pueblo iniciar las gestiones 
necesarias para presentar las acciones pertinentes ante la respectiva ins-
tancia internacional, destinadas a proteger los derechos del afectado. El 
trámite de esta solicitud no suspenderá los términos y procedimientos 
mencionados en el inciso anterior.

Artículo 21. Modifícase el inciso 1° del artículo 15 de la Ley 599 
de 2000 el cual quedará así: 

Artículo 15. Territorialidad por extensión. (...)
La ley penal colombiana se aplicará a la persona que cometa la con-

ducta punible a bordo de nave o aeronave del Estado o explotada por 
este, que se encuentre fuera del territorio nacional, salvo las excepcio-
nes consagradas en los tratados o convenios internacionales ratificados 
por Colombia.

Artículo 22. Modifícase el inciso 1° del numeral 1 del artículo 16 
de la Ley 599 de 2000 el cual quedará así:

Artículo 16. Extraterritorialidad. La ley penal colombiana se apli-
cará:

1. A la persona que cometa en el extranjero delito contra la exis-
tencia y seguridad del Estado, contra el régimen constitucional, contra 
el orden económico social excepto la conducta definida en el artículo 
323 del presente Código, contra la administración pública, o falsifique 
moneda nacional o incurra en el delito de financiación de terrorismo 
y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, 
aún cuando hubiere sido absuelta o condenada en el exterior a una pena 
menor que la prevista en la ley colombiana. 

Artículo 23. Modifícanse los numerales 6 y 7 del artículo 5° tran-
sitorio de la Ley 600 de 2000 los cuales quedarán así:

Los jueces penales de circuito especializados conocen, en primera 
instancia: (...)

6. De los delitos de entrenamiento para actividades ilícitas (artículos 
341 y 342 del Código Penal), de terrorismo, financiación del terrorismo 
y administración de recursos relacionados con actividades terroristas 
(artículos 343, 344 y 345 del Código Penal), de la instigación a delin-
quir con fines terroristas (artículo 348 inciso 2°), del empleo o lanza-
miento de sustancias u objetos peligrosos con fines terroristas (artícu-
lo 359 inciso 2°), de la corrupción de alimentos, productos médicos o 
material profiláctico con fines terroristas (artículo 372 inciso 4°), y del 
constreñimiento ilegal con fines terroristas (artículo 185 numeral 1). 

7. Del Concierto para cometer delitos de terrorismo y de financia-
ción del terrorismo y administración de recursos relacionados con ac-
tividades terroristas, narcotráfico, secuestro extorsivo, extorsión o para 
conformar escuadrones de la muerte, grupo de justicia privada o bandas 
de sicarios, lavado de activos u omisión de control (artículo 340 del Có-
digo Penal), testaferrato (artículo 326 del Código Penal); extorsión en 
cuantía superior a ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales 
vigentes. 

Artículo 24. Modifícase el numeral 20 del artículo 35 de la Ley 
906 de 2004 el cual quedará así: 

Los jueces penales de circuito especializados conocen de: (...)
20. Financiamiento del terrorismo y administración de recursos rela-

cionados con actividades terroristas. 
Artículo 25. Modifícase el parágrafo 3° del artículo 324 de la Ley 

906 de 2004 el cual quedará así: 
El principio de oportunidad se aplicará en los siguientes casos: (...)
Parágrafo 3°. En ningún caso el fiscal podrá hacer uso del principio 

de oportunidad cuando se trate de hechos que puedan significar viola-
ciones graves al Derecho Internacional Humanitario, crímenes de lesa 
humanidad o genocidio de acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de 
Roma, y delitos de narcotráfico, terrorismo y financiación del terrorismo 
y administración de recursos relacionados con actividades terroristas.

Artículo 26. Exclusión de beneficios y subrogados. Cuando se 
trate de delitos de terrorismo, financiación de terrorismo, secuestro 
extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las rebajas de pena por 
sentencia anticipada y confesión, ni se concederán subrogados penales 
o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de con-
dena de ejecución condicional o suspensión condicional de ejecución 
de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria 
como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar a ningún otro beneficio o 
subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por co-
laboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre 
que esta sea eficaz.

Artículo 27. El Estado colombiano y las Entidades Territoriales en 
cualquier proceso de contratación deberán identificar plenamente a las 
personas naturales y a las personas jurídicas que suscriban el contrato, 
así como el origen de sus recursos; lo anterior con el fin de prevenir 
actividades delictivas.

Artículo 28. Vigencia. 
La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación, modifica 

las siguientes normas: el numeral 1 y los literales d) y e) del numeral 
2 del artículo 102 del Decreto 663 de 1993, el artículo 105 del Decreto 
663 de 1993 modificado por el artículo 11 de la Ley 526 de 1999, el 
artículo 43 de la Ley 190 de 1995, el artículo 23 de la Ley 365 de 1997, 
los incisos 1°, 2°, 3° y 4° del artículo 3° de la Ley 526 de 1999, los nu-
merales 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8 y 9 del artículo 4° de la Ley 526 de 1999, los 
numerales 2 y 6 del artículo 6° de la Ley 526 de 1999, los numerales 3, 
6 y 7 del artículo 7° de la Ley 526 de 1999, los incisos 3° y 4° del artícu-
lo 9° de la Ley 526 de 1999, el inciso 1° del artículo 15 de la Ley 599 de 
2000, el inciso 1° del numeral 1 del artículo 16 de la Ley 599 de 2000, 
el inciso 1° del artículo 323 de la Ley 599 de 2000 modificado por el 
artículo 8° de la Ley 747 de 2002, el artículo 340 de la Ley 599 de 2000 
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modificado por el artículo 8° de la Ley 733 de 2002, el artículo 345 de 
la Ley 599 de 2000, el artículo 441 de la Ley 599 de 2000 modificado 
por el artículo 9° de la Ley 733 de 2002, el numeral 20 del artículo 35 
de la Ley 905 de 2004, el parágrafo 3° del artículo 324 de la Ley 906 de 
2004 y deroga las normas que le sean contrarias. 

Senador de la República,
Germán Vargas Lleras, Ciro Ramírez Pinzón.

Honorable Representante a la Cámara,
Nicolás Uribe Rueda, Fernando Tamayo Tamayo.

* * *
INFORME DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY  
NUMERO 247 DE 2005 CAMARA, 091 DE 2005 SENADO
por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado.

Bogotá, D. C., 13 de diciembre de 2006
Doctora
DILIAN FRANCISCA TORO
Presidenta honorable Senado de la República
Doctor
ALFREDO CUELLO BAUTE
Presidente honorable Cámara de Representantes
Referencia: Informe de conciliación al Proyecto de ley número 247 

de 2005 Cámara, 091 de 2005 Senado.
En cumplimiento de la designación que las respectivas Mesas Direc-

tivas del Senado y la Cámara de Representantes, hiciera a los suscritos, 
con el fin de conciliar textos aprobados por la plenaria de cada una de las 
corporaciones, del Proyecto de ley 247 de 2005 Cámara, 091 de 2005 
Senado, por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado, 
presentamos en los siguientes términos el informe de conciliación:

El proyecto de ley aprobado por la Cámaras legislativas, fue pre-
sentado por el Presidente del Consejo Superior de la Judicatura, doctor 
Guillermo Bueno Miranda, el cual inició su trámite por el senado de 
la República y finalizó con la aprobación de la Plenaria de la Cámara 
de Representantes, los textos aprobados tienen diferencias por lo que 
se hizo necesario conciliar, las iniciativas para enviar posteriormente a 
Sanción Presidencial.

De acuerdo a lo anterior, la presente comisión accidental, una vez 
comparó y estudió los textos aprobados por ambas cámaras, observó 
varias diferencias, y luego de discutir la conveniencia de este proyecto 
hemos acordado para mayor claridad que en primera instancia se abor-
dará las precisiones que resultaron del análisis de los textos y posterior-
mente se presentará texto definitivo. 

ACLARACIONES Y PRECISIONES A LOS TEXTOS  
APROBADOS EN LAS PLENARIAS DE SENADO Y CAMARA 

AL PROYECTO DE LEY 091 DE 2005 SENADO  
Y 247 DE 2005 CAMARA 

por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado.
1. En primer término, debemos señalar que los dos textos hasta el 

artículo 24 conservan la misma numeración. A partir del artículo 25, 
en el texto de Senado la numeración se aumenta en un digito, debido a 
que se incluyó el artículo al que hacemos referencia denominado “Inte-
rrupción del término de la prescripción”, el cual no fue aprobado en la 
plenaria de Cámara.

2. Se debe destacar que los textos analizados en la mayoría de los 
artículos es igual, lo único que cambia es la numeración, como hemos 
explicado en el numeral anterior.

3. Debemos resaltar, que en el texto aprobado en Senado la nume-
ración se encuentra en orden consecutivo hasta el artículo 111, y el si-
guiente artículo del texto aparece numerado con el 116, y finaliza con el 
artículo 117, tal como aparece registrado en la publicación de la Gaceta 
del Congreso número 915 de 2005.

4. Se tomó del texto aprobado en la Cámara, los artículos: 12, 13, 16, 
17, 18, 19, 22, 24, 25, 28, 29, 30, 35, 37, 42, 47, 54, 56, 61,71, 81, 86, 

89,102, 103, 105, 106, 107, 108, 111; por hacer una descripción más 
completa, para su comprensión y entendimiento.

5. Del texto aprobado en Senado se toman los siguientes artículos, 
haciendo la salvedad presentada en el numeral primero: 91 (senado ar-
tículo 92: prueba trasladada), y 99 (senado artículo 100: Declaratoria 
Oficiosa). Se tomaron los textos antes mencionados, atendiendo que se 
refiere al procedimiento disciplinario que se adelanta contra una per-
sona y que conforme a las garantías constitucionales, se debe dar apli-
cación a lo señalado en el artículo 29 que se refiere al principio debido 
proceso, igualmente en este texto, se consagra la facultad de controver-
tir las pruebas que se allegan en contra del disciplinado, es decir, se da 
aplicación al principio de contradicción, artículos 6° y 17 de la Ley 734 
de 2002.

6. Los artículos no enunciados, los acápites anteriores en su conte-
nido son igual, porque tanto el texto aprobado en la plenaria de Senado 
como en la de Cámara, no generaron controversia sobre los mismos. 
Solo cabe aclarar nuevamente, que la numeración de Senado se encuen-
tra aumentada en un digito, como se ha manifestado en el numeral 1, de 
este documento. 

Por lo tanto el texto conciliado quedará así:
PROYECTO DE LEY 091 DE 2005 SENADO, 

247 DE 2005 CAMARA
por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado

El Congreso de Colombia
DECRETA:

LIBRO PRIMERO
PARTE GENERAL

T I T U L O   I
PRINCIPIOS RECTORES

Artículo 1°. Dignidad humana. Quien intervenga en la actuación 
disciplinaria será tratado con el respeto debido a la dignidad inherente 
al ser humano.

Artículo 2°. Titularidad. Corresponde al Estado, a través de las Salas 
Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Superior y Seccionales 
de la Judicatura, conocer de los procesos que por la comisión de algu-
na de las faltas previstas en la ley se adelanten contra los abogados en 
ejercicio de su profesión.

La acción disciplinaria es independiente de cualquiera otra que pue-
da surgir de la comisión de la falta.

Artículo 3°. Legalidad. El abogado sólo será investigado y sancio-
nado disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como 
falta en la ley vigente al momento de su realización y conforme a las 
reglas fijadas en este código o las normas que lo modifiquen.

Artículo 4°. Antijuridicidad. Un abogado incurrirá en una falta anti-
jurídica cuando con su conducta afecte, sin justificación, alguno de los 
deberes consagrados en el presente código.

Artículo 5°. Culpabilidad. En materia disciplinaria sólo se podrá im-
poner sanción por faltas realizadas con culpabilidad. Queda erradicada 
toda forma de responsabilidad objetiva.

Artículo 6°. Debido proceso. El sujeto disciplinable deberá ser in-
vestigado por funcionario competente y con observancia formal y ma-
terial de las normas que determinen la ritualidad del proceso, en los 
términos de este código.

Artículo 7°. Favorabilidad. En materia disciplinaria la ley permisiva 
o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la 
restrictiva o desfavorable. Este principio rige también para quien esté 
cumpliendo la sanción.

La ley que fije la jurisdicción y competencia o determine lo concer-
niente a la sustanciación y ritualidad del proceso se aplicará desde el 
momento en que entre a regir, salvo lo que la ley determine.

Artículo 8°. Presunción de inocencia. A quien se atribuya una falta 
disciplinaria se presume inocente mientras no se declare su responsabi-
lidad en sentencia ejecutoriada.
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Durante la actuación toda duda razonable se resolverá a favor del 
investigado cuando no haya modo de eliminarla.

Artículo 9°. Non Bis In Idem. Los destinatarios del presente código 
cuya situación se haya resuelto mediante sentencia ejecutoriada o de-
cisión que tenga la misma fuerza vinculante, proferidas por autoridad 
competente, no serán sometidos a nueva investigación y juzgamiento 
disciplinarios por el mismo hecho, aun cuando a este se le dé una deno-
minación distinta.

Artículo 10. Igualdad material. En la actuación disciplinaria preva-
lecerá la igualdad material respecto de todos sus intervinientes.

Artículo 11. Función de la Sanción Disciplinaria. La sanción disci-
plinaria tiene función preventiva y correctiva para garantizar la efec-
tividad de los principios y fines previstos en la Constitución, la ley y 
los tratados internacionales, que se deben observar en el ejercicio de la 
profesión de abogado.

Artículo 12. Derecho a la defensa. Durante la actuación el discipli-
nable tiene derecho a la defensa material y a la designación de un abo-
gado. Cuando se juzgue como persona ausente se designará defensor 
de oficio. 

Artículo 13. Criterios para la graduación de la sanción. La impo-
sición de cualquier sanción disciplinaria deberá responder a los princi-
pios de razonabilidad, necesidad y proporcionalidad. En la graduación 
de la sanción deben aplicarse los criterios que fija esta ley.

Artículo 14. Gratuidad de la actuación disciplinaria. Ninguna ac-
tuación procesal causará erogación a quien intervenga en el proceso, 
salvo el costo de las copias solicitadas por los sujetos procesales.

Artículo 15. Interpretación. En la interpretación y aplicación del 
presente código el funcionario competente debe tener en cuenta que 
la finalidad del proceso es la prevalencia de la justicia, la efectividad 
del derecho sustantivo, la búsqueda de la verdad material y el cum-
plimiento de los derechos y garantías debidos a las personas que en él 
intervienen.

Artículo 16. Aplicación de principios e integración normativa. En la 
aplicación del régimen disciplinario prevalecerán los principios rectores 
contenidos en la Constitución Política y en esta ley. En lo no previsto 
en este código se aplicarán los tratados internacionales sobre Derechos 
Humanos y deontología de los abogados, y lo dispuesto en los Códigos 
Disciplinario Unico, Penal, de Procedimiento Penal y de Procedimiento 
Civil, en lo que no contravenga la naturaleza del derecho disciplinario.

T I T U L O   II
DISPOSICIONES GENERALES

CAPITULO I
La falta disciplinaria

Artículo 17. La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y da 
lugar a imposición de sanción la comisión de cualquiera de las conduc-
tas previstas como tales en el presente código.

CAPITULO II
Ambito de aplicación

Artículo 18. Ambito de Aplicación. El presente código se aplicará a 
sus destinatarios cuando incurran en falta disciplinaria dentro del terri-
torio nacional y extranjero. En este caso será menester que la gestión 
profesional se hubiere encomendado en Colombia.

Parágrafo. Los estudiantes adscritos a los consultorios jurídicos de 
las universidades del país, serán disciplinados conforme a los estatutos 
de la correspondiente universidad.

CAPITULO III
Sujetos disciplinables

Artículo 19. Destinatarios. Son destinatarios de este código los abo-
gados en ejercicio de su profesión que cumplan con la misión de ase-
sorar, patrocinar y asistir a las personas naturales o jurídicas, tanto de 
derecho privado como de derecho público, en la ordenación y desen-
volvimiento de sus relaciones jurídicas así se encuentren excluidos o 
suspendidos del ejercicio de la profesión y quienes actúen con licencia 
provisional.

Se entienden cobijados bajo este régimen los abogados que desem-
peñen funciones públicas relacionadas con dicho ejercicio, así como 
los curadores ad litem. Igualmente, lo serán los abogados que en repre-
sentación de una firma o asociación de abogados suscriban contratos de 
prestación de servicios profesionales a cualquier título.

CAPITULO IV
Formas de realización del comportamiento

Artículo 20. Acción y omisión. Las faltas disciplinarias se realizan 
por acción u omisión.

Artículo 21. Modalidades de la conducta sancionable. Las faltas 
disciplinarias solo son sancionables a título de dolo o culpa.

CAPITULO V
Exclusión de la responsabilidad disciplinaria

Artículo 22. Causales de exclusión de la responsabilidad disciplina-
ria. No habrá lugar a responsabilidad disciplinaria cuando:

1. Se obre en circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito.
2. Se obre en estricto cumplimiento de un deber constitucional o 

legal de mayor importancia que el sacrificado.
3. Se obre en legítimo ejercicio de un derecho o de una actividad 

lícita.
4. Se obre para salvar un derecho propio o ajeno al cual deba ceder 

el cumplimiento del deber, en razón de la necesidad, adecuación, pro-
porcionalidad y razonabilidad.

5. Se obre por insuperable coacción ajena o miedo insuperable.
6. Se obre con la convicción errada e invencible de que su conducta 

no constituye falta disciplinaria.
7. Se actúe en situación de inimputabilidad.
No habrá lugar al reconocimiento de inimputabilidad cuando el suje-

to disciplinable hubiere preordenado su comportamiento.
T I T U L O  III

LA EXTINCION DE LA ACCION  
Y DE LA SANCION DISCIPLINARIA

CAPITULO I
Extinción de la acción disciplinaria

Artículo 23. Causales. Son causales de extinción de la acción disci-
plinaria las siguientes:

1. La muerte del disciplinable.
2. La prescripción.
Parágrafo. El desistimiento del quejoso no extingue la acción disci-

plinaria.
Artículo 24. Términos de prescripción. La acción disciplinaria pres-

cribe en cinco años, contados para las faltas instantáneas desde el día de 
su consumación y para las de carácter permanente o continuado desde 
la realización del último acto ejecutivo de la misma.

Cuando fueren varias las conductas juzgadas en un solo proceso, la 
prescripción de las acciones se cumple independientemente para cada 
una de ellas.

Artículo 25. Renuncia a la prescripción. El disciplinable podrá re-
nunciar a la prescripción de la acción disciplinaria dentro del término 
de ejecutoria del auto que la decrete. En este caso la acción sólo podrá 
proseguirse por un término máximo de dos (2) años contados a partir 
de la presentación personal de la solicitud, vencido el cual, sin que se 
hubiese proferido y ejecutoriado decisión definitiva, no procederá de-
terminación distinta a la declaratoria de prescripción.

CAPITULO II
Extinción de la sanción disciplinaria

Artículo 26. Causales. Son causales de extinción de la sanción dis-
ciplinaria:

1. La muerte del sancionado.
2. La prescripción.
3. La rehabilitación.
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Artículo 27. Término de prescripción. La sanción disciplinaria pres-
cribe en un término de cinco (5) años, contado a partir de la ejecutoria 
del fallo.

LIBRO SEGUNDO
PARTE ESPECIAL

T I T U L O  I
DEBERES E INCOMPATIBILIDADES DEL ABOGADO

CAPITULO I
Deberes

Artículo 28. Deberes profesionales del abogado. Son deberes del 
abogado:

1. Observar la Constitución Política y la ley.
2. Defender y promocionar los Derechos Humanos, entendidos como 

la unidad integral de derechos civiles y políticos, económicos, sociales 
y culturales y de derechos colectivos, conforme a las normas constitu-
cionales y a los tratados internacionales ratificados por Colombia.

3. Conocer, promover y respetar las normas consagradas en este có-
digo.

4. Actualizar los conocimientos inherentes al ejercicio de la profe-
sión.

5. Conservar y defender la dignidad y el decoro de la profesión.
6. Colaborar leal y legalmente en la recta y cumplida realización de 

la justicia y los fines del Estado.
7. Observar y exigir mesura, seriedad, ponderación y respeto en sus 

relaciones con los servidores públicos, colaboradores y auxiliares de la 
justicia, la contraparte, abogados y demás personas que intervengan en 
los asuntos de su profesión.

8. Obrar con lealtad y honradez en sus relaciones profesionales. En 
desarrollo de este deber, entre otros aspectos, el abogado deberá fijar 
sus honorarios con criterio equitativo, justificado y proporcional frente 
al servicio prestado o de acuerdo a las normas que se dicten para el 
efecto, y suscribirá recibos cada vez que perciba dineros, cualquiera sea 
su concepto.

Asimismo, deberá acordar con claridad los términos del mandato 
en lo concerniente al objeto, los costos, la contraprestación y forma de 
pago.

9. Guardar el secreto profesional, incluso después de cesar la presta-
ción de sus servicios.

10. Atender con celosa diligencia sus encargos profesionales, lo cual 
se extiende al control de los abogados suplentes y dependientes, así 
como a los miembros de la firma o asociación de abogados que repre-
sente al suscribir contrato de prestación de servicios, y a aquellos que 
contrate para el cumplimiento del mismo.

11. Proceder con lealtad y honradez en sus relaciones con los co-
legas.

12. Mantener en todo momento su independencia profesional, de tal 
forma que las opiniones políticas propias o ajenas así como las filosófi-
cas o religiosas no interfieran en ningún momento en el ejercicio de la 
profesión, en la cual sólo deberá atender a la Constitución, la ley y los 
principios que la orientan.

13. Prevenir litigios innecesarios, inocuos o fraudulentos y facilitar 
los mecanismos de solución alternativa de conflictos. 

14. Respetar y cumplir las disposiciones legales que establecen las 
incompatibilidades para el ejercicio de la profesión.

15. Tener un domicilio profesional conocido, registrado y actuali-
zado ante el Registro Nacional de Abogados para la atención de los 
asuntos que se le encomienden, debiendo además informar de manera 
inmediata toda variación del mismo a las autoridades ante las cuales 
adelante cualquier gestión profesional.

16. Abstenerse de incurrir en actuaciones temerarias de acuerdo con 
la ley.

17. Exhortar a los testigos a declarar con veracidad los hechos de su 
conocimiento. 

18. Informar con veracidad a su cliente sobre las siguientes situacio-
nes:

a) Las posibilidades de la gestión, sin crear falsas expectativas, mag-
nificar las dificultades ni asegurar un resultado favorable;

b) Las relaciones de parentesco, amistad o interés con la parte con-
traria o cualquier situación que pueda afectar su independencia o con-
figurar un motivo determinante para la interrupción de la relación pro-
fesional;

c) La constante evolución del asunto encomendado y las posibilida-
des de mecanismos alternos de solución de conflictos.

19. Renunciar o sustituir los poderes, encargos o mandatos que le ha-
yan sido confiados, en aquellos eventos donde se le haya impuesto pena 
o sanción que resulte incompatible con el ejercicio de la profesión.

20. Abstenerse de aceptar poder en un asunto hasta tanto no se haya 
obtenido el correspondiente paz y salvo de honorarios de quien venía 
atendiéndolo, salvo causa justificada.

21. Aceptar y desempeñar las designaciones como defensor de ofi-
cio. Sólo podrá excusarse por enfermedad grave, incompatibilidad de 
intereses, ser servidor público, o tener a su cargo tres (3) o más defensas 
de oficio, o que exista una razón que a juicio del funcionario de conoci-
miento pueda incidir negativamente en la defensa del imputado o resul-
tar violatoria de los derechos fundamentales de la persona designada. 

CAPITULO II
Incompatibilidades

Artículo 29. Incompatibilidades. No pueden ejercer la abogacía, 
aunque se hallen inscritos:

1. Los servidores públicos, aun en uso de licencia, salvo cuando de-
ban hacerlo en función de su cargo o cuando el respectivo contrato se 
los permita. Pero en ningún caso los abogados contratados o vinculados 
podrán litigar contra la Nación, el departamento, el distrito o el muni-
cipio, según la esfera administrativa a que pertenezca la entidad o esta-
blecimiento al cual presten sus servicios, excepto en causa propia y los 
abogados de pobres en las actuaciones que deban adelantar en ejercicio 
de sus funciones.

Parágrafo. Los abogados titulados e inscritos que se desempeñen 
como profesores de universidades oficiales podrán ejercer la profesión 
de la abogacía, siempre que su ejercicio no interfiera las funciones del 
docente. Así mismo, los miembros de las Corporaciones de elección 
popular, en los casos señalados en la Constitución y la ley.

2. Los militares en servicio activo, con las excepciones consagradas 
en el Código Penal Militar.

3. Las personas privadas de su libertad como consecuencia de la im-
posición de una medida de aseguramiento o sentencia, excepto cuando 
la actuación sea en causa propia, sin perjuicio de los reglamentos peni-
tenciarios y carcelarios.

4. Los abogados suspendidos o excluidos de la profesión.
5. Los abogados en relación con asuntos de que hubieren conocido 

en desempeño de un cargo público o en los cuales hubieren interveni-
do en ejercicio de funciones oficiales. Tampoco podrán hacerlo ante la 
dependencia en la cual hayan trabajado, dentro del año siguiente a la 
dejación de su cargo o función y durante todo el tiempo que dure un 
proceso en el que hayan intervenido.

T I T U L O  II
De las faltas en particular

Artículo 30. Constituyen faltas contra la dignidad de la profesión:
1. Intervenir en actuación judicial o administrativa de modo que im-

pida, perturbe o interfiera el normal desarrollo de las mismas.
2. Encontrarse en estado de embriaguez o bajo el efecto de sustan-

cias estupefacientes o de aquellas que produzcan dependencia, alteren 
la conciencia y la voluntad al momento de realizar las actuaciones ju-
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diciales o administrativas en calidad de abogado o en el ejercicio de la 
profesión.

3. Provocar o intervenir voluntariamente en riñas o escándalo públi-
co originado en asuntos profesionales.

4. Obrar con mala fe en las actividades relacionadas con el ejercicio 
de la profesión.

5. Utilizar intermediarios para obtener poderes o participar honora-
rios con quienes lo han recomendado.

6. Patrocinar el ejercicio ilegal de la abogacía.
7. Obtener clientes aprovechándose de una situación de calamidad 

que afecte gravemente la libertad de elección.
Artículo 31. Son faltas contra el decoro profesional:
1. Utilizar propaganda que no se limite al nombre del abogado, sus 

títulos y especializaciones académicas, los cargos desempeñados, los 
asuntos que atiende de preferencia o con exclusividad y los datos rela-
tivos a su domicilio profesional.

2. Solicitar o conseguir publicidad laudatoria para sí o para los servi-
dores públicos que conozcan o hayan conocido de los asuntos concretos 
a cargo del abogado.

Artículo 32. Constituyen faltas contra el respeto debido a la adminis-
tración de justicia y a las autoridades administrativas:

Injuriar o acusar temerariamente a los servidores públicos, abogados 
y demás personas que intervengan en los asuntos profesionales, sin per-
juicio del derecho de reprochar o denunciar, por los medios pertinentes, 
los delitos o las faltas cometidas por dichas personas.

Artículo 33. Son faltas contra la recta y leal realización de la justicia 
y los fines del Estado:

1. Emplear medios distintos de la persuasión para influir en el ánimo 
de los servidores públicos, sus colaboradores o de los auxiliares de la 
justicia.

2. Promover una causa o actuación manifiestamente contraria a de-
recho.

3. Promover la presentación de varias acciones de tutela respecto de 
los mismos hechos y derechos, caso en el cual se aplicarán las sancio-
nes previstas en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991.

4. Recurrir en sus gestiones profesionales a las amenazas o a las 
alabanzas a los funcionarios, a sus colaboradores o a los auxiliares de 
la justicia.

5. Invocar relaciones personales, profesionales, gremiales, políticas, 
culturales o religiosas con los funcionarios, sus colaboradores o los 
auxiliares de la justicia.

6. Valerse de dádivas, remuneraciones ilegales, atenciones injusti-
ficadas o insólitas o de cualquier otro acto equívoco que pueda ser in-
terpretado como medio para lograr el favor o la benevolencia de los 
funcionarios, de sus colaboradores o de los auxiliares de la justicia.

7. Aconsejar, patrocinar o intervenir en cualquier acto que comporte 
el desplazamiento de las funciones propias de los auxiliares de la jus-
ticia. También incurre en esta falta el abogado que de cualquier modo 
acceda a los bienes materia del litigio o involucrados en este mientras 
se encuentre en curso.

8. Proponer incidentes, interponer recursos, formular oposiciones o 
excepciones, manifiestamente encaminados a entorpecer o demorar el 
normal desarrollo de los procesos y de las tramitaciones legales y, en 
general, el abuso de las vías de derecho o su empleo en forma contraria 
a su finalidad.

9. Aconsejar, patrocinar o intervenir en actos fraudulentos en detri-
mento de intereses ajenos, del Estado o de la comunidad.

10. Efectuar afirmaciones o negaciones maliciosas, citas inexactas, 
inexistentes o descontextualizadas que puedan desviar el recto criterio 
de los funcionarios, empleados o auxiliares de la justicia encargados de 
definir una cuestión judicial o administrativa.

11. Usar pruebas o poderes falsos, desfigurar, amañar o tergiversar 
las pruebas o poderes con el propósito de hacerlos valer en actuaciones 
judiciales o administrativas.

12. Infringir las disposiciones legales sobre la reserva sumarial.
13. Infringir el deber relacionado con el domicilio profesional.
14. Efectuar desgloses, retirar expedientes, archivos o sus copias, sin 

autorización, consignar glosas, anotaciones marginales en los mismos o 
procurar su destrucción.

Artículo 34. Constituyen faltas de lealtad con el cliente:
a) No expresar su franca y completa opinión acerca del asunto con-

sultado o encomendado;
b) Garantizar que de ser encargado de la gestión, habrá de obtener un 

resultado favorable;
c) Callar, en todo o en parte, hechos, implicaciones jurídicas o situa-

ciones inherentes a la gestión encomendada o alterarle la información 
correcta, con ánimo de desviar la libre decisión sobre el manejo del 
asunto;

d) No informar con veracidad la constante evolución del asunto en-
comendado o las posibilidades de mecanismos alternos de solución de 
conflictos;

e) Asesorar, patrocinar o representar, simultánea o sucesivamente, 
a quienes tengan intereses contrapuestos, sin perjuicio de que pueda 
realizar, con el consentimiento de todos, gestiones que redunden en pro-
vecho común;

En esta falta también pueden incurrir los miembros de una misma 
firma o sociedad de abogados que representen intereses contrapuestos;

f) Revelar o utilizar los secretos que le haya confiado el cliente, aun 
en virtud de requerimiento de autoridad, a menos que haya recibido au-
torización escrita de aquel, o que tenga necesidad de hacer revelaciones 
para evitar la comisión de un delito;

g) Adquirir del cliente directa o indirectamente todo o parte de su 
interés en causa, a título distinto de la equitativa retribución de los ser-
vicios y gastos profesionales;

h) Callar las relaciones de parentesco, amistad o interés con la parte 
contraria o cualquiera otra situación que pueda afectar su independen-
cia o configurar motivo determinante para interrumpir la relación pro-
fesional;

i) Aceptar cualquier encargo profesional para el cual no se encuentre 
capacitado, o que no pueda atender diligentemente en razón del exceso 
de compromisos profesionales.

Artículo 35. Constituyen faltas a la honradez del abogado:
1. Acordar, exigir u obtener del cliente o de tercero remuneración 

o beneficio desproporcionado a su trabajo, con aprovechamiento de la 
necesidad, la ignorancia o la inexperiencia de aquellos.

2. Acordar, exigir u obtener honorarios que superen la participación 
correspondiente al cliente.

3. Exigir u obtener dinero o cualquier otro bien para gastos o expen-
sas irreales o ilícitas.

4. No entregar a quien corresponda y a la menor brevedad posible 
dineros, bienes o documentos recibidos en virtud de la gestión profesio-
nal, o demorar la comunicación de este recibo.

5. No rendir, a la menor brevedad posible, a quien corresponda, las 
cuentas o informes de la gestión o manejo de los bienes cuya guar-
da, disposición o administración le hayan sido confiados por virtud del 
mandato, o con ocasión del mismo.

6. No expedir recibos donde consten los pagos de honorarios o de 
gastos.

Artículo 36. Constituyen faltas a la lealtad y honradez con los co-
legas:

1. Realizar directamente o por interpuesta persona, gestiones enca-
minadas a desplazar o sustituir a un colega en asunto profesional de que 
este se haya encargado, u ofrecer o prestar sus servicios a menor precio 
para impedir que se confiera el encargo a otro abogado.
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2. Aceptar la gestión profesional a sabiendas de que le fue encomen-
dada a otro abogado, salvo que medie la renuncia, paz y salvo o autori-
zación del colega reemplazado, o que se justifique la sustitución.	

3. Negociar directa o indirectamente con la contraparte, sin la inter-
vención o autorización del abogado de esta.

4. Eludir o retardar el pago de los honorarios, gastos o expensas de-
bidos a un colega o propiciar estas conductas.

Artículo 37. Constituyen faltas a la debida diligencia profesional:
1. Demorar la iniciación o prosecución de las gestiones encomenda-

das o dejar de hacer oportunamente las diligencias propias de la actua-
ción profesional, descuidarlas o abandonarlas.

2. Omitir o retardar la rendición escrita de informes de la gestión en 
los términos pactados en el mandato o cuando le sean solicitados por el 
cliente, y en todo caso al concluir la gestión profesional.

3. Obrar con negligencia en la administración de los recursos aporta-
dos por el cliente para cubrir los gastos del asunto encomendado.

4. Omitir o retardar el reporte a los Juzgados de los abonos a las 
obligaciones que se están cobrando judicialmente. 

Artículo 38. Son faltas contra el deber de prevenir litigios y facilitar 
los mecanismos de solución alternativa de conflictos:

1. Promover o fomentar litigios innecesarios, inocuos o fraudulentos.
2. Entorpecer los mecanismos de solución alternativa de conflictos 

con el propósito de obtener un lucro mayor o fomentarlos en su propio 
beneficio.

Artículo 39. También constituye falta disciplinaria, el ejercicio ilegal 
de la profesión, y la violación de las disposiciones legales que estable-
cen el régimen de incompatibilidades para el ejercicio de la profesión o 
al deber de independencia profesional.

T I T U L O  III
REGIMEN SANCIONATORIO

CAPITULO UNICO
Las sanciones disciplinarias

Artículo 40. Sanciones disciplinarias. El abogado que incurra en 
cualquiera de las faltas reseñadas en el título precedente será sanciona-
do con censura, multa, suspensión o exclusión del ejercicio de la pro-
fesión, las cuales se impondrán atendiendo los criterios de graduación 
establecidos en este código.

Artículo 41. Censura. Consiste en la reprobación pública que se hace 
al infractor por la falta cometida.

Artículo 42. Multa. Es una sanción de carácter pecuniario que no 
podrá ser inferior a un (1) smmlv ni superior a cien (100) smmlv, de-
pendiendo de la gravedad de la falta, la cual se impondrá en favor del 
Consejo Superior de la Judicatura el cual organizará programas de ca-
pacitación y rehabilitación con entidades acreditadas, pudiendo incluso 
acudir a los colegios de abogados.

Esta sanción podrá imponerse de manera autónoma o concurrente 
con las de suspensión y exclusión, atendiendo la gravedad de la falta y 
los criterios de graduación establecidos en el presente código.

Artículo 43. Suspensión. Consiste en la prohibición de ejercer la pro-
fesión por el término señalado en el fallo. Esta sanción oscilará entre 
dos (2) meses y (3) tres años.

Parágrafo. La suspensión oscilará entre seis (6) meses y cinco (5) 
años, cuando los hechos que originen la imposición de la sanción ten-
gan lugar en actuaciones judiciales del abogado que se desempeñe o 
se haya desempeñado como apoderado o contraparte de una entidad 
pública.

Artículo 44. Exclusión. Consiste en la cancelación de la tarjeta pro-
fesional y la prohibición para ejercer la abogacía.

Artículo 45. Criterios de graduación de la sanción. Serán conside-
rados como criterios para la graduación de la sanción disciplinaria, los 
siguientes:

A. Criterios generales 
1. La trascendencia social de la conducta.
2. La modalidad de la conducta.
3. El perjuicio causado.
4. Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que 

se apreciarán teniendo en cuenta el cuidado empleado en su prepara-
ción.

5. Los motivos determinantes del comportamiento. 
B. Criterios de atenuación. 
1. La confesión de la falta antes de la formulación de cargos. En este 

caso la sanción no podrá ser la exclusión siempre y cuando carezca de 
antecedentes disciplinarios. 

2. Haber procurado, por iniciativa propia, resarcir el daño o compen-
sar el perjuicio causado. En este caso se sancionará con censura siempre 
y cuando carezca de antecedentes disciplinarios.

C. Criterios de agravación. 
1. La afectación de Derechos Humanos.
2. La afectación de derechos fundamentales.
3. Atribuir la responsabilidad disciplinaria infundadamente a un ter-

cero.
4. La utilización en provecho propio o de un tercero de los dineros, 

bienes o documentos que hubiere recibido en virtud del encargo enco-
mendado.

5. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, 
sean particulares o servidores públicos.

6. Haber sido sancionado disciplinariamente dentro de los 5 años 
anteriores a la comisión de la conducta que se investiga.

7. Cuando la conducta se realice aprovechando las condiciones de 
ignorancia, inexperiencia o necesidad del afectado.

Artículo 46. Motivación de la dosificación sancionatoria. Toda sen-
tencia deberá contener una fundamentación completa y explícita sobre 
los motivos de la determinación cualitativa y cuantitativa de la san-
ción.

Artículo 47. Ejecución y registro de la sanción. Notificada la senten-
cia de segunda instancia, la oficina de Registro Nacional de Abogados 
anotará la sanción impuesta. Esta comenzará a regir a partir de la fecha 
del registro.

Para tal efecto, la Secretaría Judicial de la Sala Jurisdiccional Dis-
ciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, luego de la referida 
notificación hará entrega inmediata de copia de la sentencia a la oficina 
de registro.

LIBRO TERCERO
PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO

T I T U L O I
PRINCIPIOS RECTORES DEL PROCEDIMIENTO  

DISCIPLINARIO
Artículo 48. Principios constitucionales que orientan la función dis-

ciplinaria. Los principios constitucionales que inciden especialmente 
en el ámbito disciplinario deberán orientar el ejercicio de la función 
disciplinaria.

Artículo 49. Prevalencia del derecho sustancial. En la aplicación de 
las normas procesales de este código deberá prevalecer la efectividad 
de los derechos sustanciales sobre las disposiciones procedimentales.

Artículo 50. Gratuidad. Ninguna actuación procesal causará eroga-
ción a quien intervenga en el proceso, salvo el costo de las copias soli-
citadas por los intervinientes autorizados.

Artículo 51. Celeridad. El funcionario competente impulsará oficio-
samente la actuación disciplinaria y cumplirá estrictamente los térmi-
nos previstos en este código.

Artículo 52. Eficiencia. Los funcionarios deberán ser diligentes en 
la investigación y juzgamiento de los asuntos de su competencia de 



GACETA DEL CONGRESO  665	 Miércoles 13 de diciembre de 2006	 Página 15

tal forma que garanticen la calidad de sus decisiones y su emisión 
oportuna.

Artículo 53. Lealtad. Todos los que intervienen en la actuación dis-
ciplinaria, tienen el deber de obrar con lealtad y buena fe.

Artículo 54. Motivación. Toda decisión de fondo deberá motivarse 
adecuadamente.

Artículo 55. Doble instancia. Las sentencias y demás providencias 
expresamente previstas en este código tendrán segunda instancia.

Artículo 56. Publicidad. La actuación disciplinaria será conocida por 
los intervinientes a partir de la resolución de apertura de la investigación 
disciplinaria y será pública a partir de la audiencia de juzgamiento. 

Artículo 57. Oralidad. La actuación procesal será oral, para lo cual 
se utilizarán los medios técnicos disponibles que permitan imprimirle 
mayor agilidad y fidelidad, sin perjuicio de conservar un registro de lo 
acontecido. A estos efectos se levantará un acta breve y clara que sinte-
tice lo actuado.

Artículo 58. Contradicción. En desarrollo de la actuación los in-
tervinientes autorizados tendrán derecho a presentar y controvertir las 
pruebas.

T I T U L O   II
EL PROCESO DISCIPLINARIO

CAPITULO I
Competencia

Artículo 59. De la sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Su-
perior de la Judicatura. La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Conse-
jo Superior de la Judicatura conoce:

1. En segunda instancia, de la apelación y la consulta de las provi-
dencias proferidas por las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los 
Consejos Seccionales de la Judicatura, en los términos previstos en la 
Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y en este código .

2. De los conflictos de competencia territorial que se susciten entre 
las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura.

3. De las solicitudes de cambio de radicación de los procesos.
Artículo 60. Competencia de las salas jurisdiccionales disciplinarias 

de los consejos seccionales de la judicatura. Las Salas Jurisdiccionales 
Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura conocen en 
primera instancia:

1. De los procesos disciplinarios contra los abogados por faltas co-
metidas en el territorio de su jurisdicción.

2. De las solicitudes de rehabilitación de los abogados.
CAPITULO II

Impedimentos y recusaciones
Artículo 61. Causales. Son causales de impedimento y recusación, 

para los funcionarios judiciales que ejerzan la acción disciplinaria, las 
siguientes:

1. Tener interés directo en la actuación disciplinaria, o tenerlo su 
cónyuge, compañero permanente, o alguno de sus parientes dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad.

2. Haber proferido la decisión de cuya revisión se trata, o ser cón-
yuge o compañero permanente, o pariente dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, del inferior que dictó la 
providencia.

3. Ser cónyuge o compañero permanente, o pariente dentro del cuar-
to grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, de cualquie-
ra de los intervinientes.

4. Haber sido apoderado o defensor de alguno de los intervinientes o 
contraparte de cualquiera de ellos, o haber dado consejo o manifestado 
su opinión sobre el asunto materia de la actuación.

5. Tener amistad íntima o enemistad grave con cualquiera de los in-
tervinientes.

6. Ser o haber sido socio de cualquiera de los intervinientes en so-
ciedad colectiva, de responsabilidad limitada, en comandita simple, o 

de hecho, o serlo o haberlo sido su cónyuge o compañero permanente, 
o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo 
de afinidad.

7. Ser o haber sido heredero, legatario o guardador de cualquiera de 
los intervinientes, o serlo o haberlo sido su cónyuge o compañero per-
manente, o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, 
o segundo de afinidad.

8. Estar o haber estado vinculado legalmente a una investigación 
penal o disciplinaria en la que se le hubiere proferido resolución de acu-
sación o formulado cargos, por denuncia o queja instaurada por cual-
quiera de los intervinientes.

9. Ser o haber sido acreedor o deudor de cualquiera de los intervi-
nientes, salvo cuando se trate de sociedad anónima, o serlo o haberlo 
sido su cónyuge o compañero permanente, o pariente dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad.

10. Haber dejado vencer, sin actuar, los términos que la ley señale, a 
menos que la demora sea debidamente justificada.

Artículo 62. Declaración de impedimento. El funcionario judicial 
deberá declararse impedido inmediatamente advierta que se encuentra 
incurso en cualquiera de las anteriores causales, expresando las razo-
nes, señalando la causal y si fuere el caso aportando las pruebas perti-
nentes.

Artículo 63. Recusaciones. Cualquiera de los intervinientes podrá 
recusar al funcionario judicial que conozca de la actuación disciplina-
ria, con base en las causales a que se refiere el artículo 61 de esta ley, 
acompañando las pruebas en que se funde.

Artículo 64. Procedimiento en caso de impedimento o de recusación. 
Del impedimento manifestado por un Magistrado conocerá el que le 
siga en turno en la respectiva Sala Jurisdiccional, quien decidirá de pla-
no dentro de los tres días siguientes a la fecha de su recibo. Si la causal 
de impedimento se extiende a todos los integrantes de la Sala, el trámite 
del mismo se adelantará por conjuez.

Cuando se trate de recusación, el funcionario judicial manifestará si 
acepta o no la causal, dentro de los dos días siguientes a la fecha de su 
formulación. Vencido este término, se seguirá el trámite señalado en el 
inciso anterior.

La actuación disciplinaria se suspenderá desde que se manifieste el 
impedimento o se presente la recusación y hasta cuando se decida.

CAPITULO III
Intervinientes

Artículo 65. Intervinientes. Podrán intervenir en la actuación disci-
plinaria el investigado, su defensor y el defensor suplente cuando sea 
necesario; el Ministerio Público podrá hacerlo en cumplimiento de sus 
funciones constitucionales.

Artículo 66. Facultades. Los intervinientes se encuentran facultados 
para:

1. Solicitar, aportar y controvertir pruebas e intervenir en su práctica.
2. Interponer los recursos de ley.
3. Presentar las solicitudes que consideren necesarias para garantizar la 

legalidad de la actuación disciplinaria y el cumplimiento de sus fines, y
4. Obtener copias de la actuación, salvo que por mandato constitu-

cional o legal estas tengan carácter reservado.
Parágrafo. El quejoso solamente podrá concurrir al disciplinario para 

la formulación y ampliación de la queja bajo la gravedad del juramento, 
aporte de pruebas e impugnación de las decisiones que pongan fin a la 
actuación, distintas a la sentencia. Para este efecto podrá conocerlas en 
la Secretaría de la Sala respectiva.

CAPITULO IV
Inicio de la acción disciplinaria

Artículo 67. Formas de iniciar la acción disciplinaria. La acción 
disciplinaria se podrá iniciar de oficio, por información proveniente de 
servidor público o por otro medio que amerite credibilidad y también 
mediante queja presentada por cualquier persona. No procederá en caso 
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de anónimos, salvo cuando estos suministren datos o medios de prueba 
que permitan encausar la investigación y cumplan con los requisitos 
mínimos establecidos en el artículo 38 de la Ley 190 de 1995 y 27 de 
la Ley 24 de 1992.

Artículo 68. Procedencia. La Sala del conocimiento deberá examinar 
la procedencia de la acción disciplinaria y podrá desestimar de plano 
la queja si la misma no presta mérito para abrir proceso disciplinario o 
existe una causal objetiva de improcedibilidad.

Artículo 69. Quejas falsas o temerarias. Las informaciones y quejas 
falsas o temerarias, referidas a hechos disciplinariamente irrelevantes, 
de imposible ocurrencia o que sean presentados de manera absoluta-
mente inconcreta o difusa, darán lugar a inhibirse de iniciar actuación 
alguna.

Advertida la falsedad o temeridad de la queja, el investigador podrá 
imponer una multa hasta de 180 salarios mínimos legales diarios vigen-
tes. Las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccio-
nales de la Judicatura, en los casos que se advierta la temeridad de la 
queja, podrán imponer sanción de multa, previa audiencia del quejoso, 
por medio de resolución motivada contra la cual procede únicamente el 
recurso de reposición que puede ser interpuesto dentro de los dos días 
siguientes a su notificación personal o por estado.

CAPITULO V
Notificaciones y comunicaciones

Artículo 70. Formas de notificación. La notificación de las decisio-
nes disciplinarias a los intervinientes puede ser: personal, por estado, en 
estrados, por edicto o por conducta concluyente.

Artículo 71. Notificación personal. Se notificarán personalmente el 
auto de trámite de apertura de proceso, las sentencias de primera y se-
gunda instancia, las demás decisiones que pongan fin a la actuación, el 
auto que niega el recurso de apelación, el que decide sobre la rehabili-
tación, la resolución que sanciona al recusante temerario. 

Artículo 72. Notificación por medios de comunicación electrónicos. 
Las decisiones que deban notificarse personalmente podrán ser envia-
das al número de fax o a la dirección de correo electrónico del discipli-
nable o de su defensor, si previamente y por escrito hubieren aceptado 
ser notificados de esta manera. La notificación se entenderá surtida en 
la fecha que aparezca en el reporte del fax o en que el correo electrónico 
sea enviado.

Artículo 73. Notificación de sentencias y providencias interlocuto-
rias. Proferida la decisión por la Sala, a más tardar al día siguiente se 
librará comunicación por el medio más expedito con destino al intervi-
niente que deba notificarse; si no se presenta a la secretaría judicial de 
la Sala que profirió la decisión dentro de los tres días hábiles siguientes, 
se procederá a notificar por estado o por edicto.

En la comunicación se indicará la fecha de la providencia y la deci-
sión tomada.

Artículo 74. Notificación por estado. La notificación por estado se 
hará conforme lo dispone el Código de Procedimiento Civil y procede 
de manera subsidiaria a la notificación personal. 

Artículo 75. Notificación por edicto. La notificación por edicto se 
hará conforme lo dispone el Código de Procedimiento Civil y procede 
de manera subsidiaria a la notificación personal de la sentencia.

Artículo 76. Notificación en estrados. Las decisiones que se pro-
fieran en audiencia se consideran notificadas a todos los intervinientes 
inmediatamente se haga el pronunciamiento, se encuentren o no pre-
sentes.

Artículo 77. Notificación por conducta concluyente. Cuando no se 
hubiere realizado la notificación, o esta fuere irregular, la exigencia le-
gal se entiende cumplida, para todos los efectos, si el interviniente no 
reclama y actúa en diligencias posteriores o interpone recursos contra 
ellos o se refiere a las mismas o a su contenido en escritos o alegatos 
verbales posteriores.

Artículo 78 Comunicaciones. Se debe comunicar al quejoso las de-
cisiones que pongan fin a la actuación, distintas a la sentencia adjuntán-
dole copia de la decisión a la dirección registrada en el expediente al día 

siguiente del pronunciamiento. Se entenderá cumplida la comunicación 
cuando hayan transcurrido cinco días, después de la fecha de su entrega 
a la oficina de correo.

Las decisiones no susceptibles de recurso se comunicarán al día si-
guiente por el medio más eficaz y de ello se dejará constancia en el 
expediente.

CAPITULO VI
Recursos y ejecutoria

Artículo 79. Clases de recursos. Contra las decisiones disciplinarias 
proceden los recursos de reposición y apelación de acuerdo con lo pre-
visto en esta codificación.

Parágrafo. Contra las decisiones de simple trámite no procede recur-
so alguno.

Artículo 80. Recurso de reposición. Procede contra las decisiones in-
terlocutorias dictadas en audiencia o diligencia; se interpondrá y susten-
tará de manera oral en el mismo acto, y será resuelto inmediatamente; el 
auto que lo decida se notificará en estrados.

También procede contra los autos que imponen multa al quejoso te-
merario y al testigo renuente, y el que decide la solicitud de rehabilita-
ción.

Artículo 81. Recurso de apelación. Procede únicamente contra las 
decisiones de terminación del procedimiento, de nulidad decretada al 
momento de dictar sentencia de primer grado, de rehabilitación, la que 
niega la práctica de pruebas y contra la sentencia de primera instancia. 

Podrá interponerse de manera principal o subsidiaria al recurso de 
reposición respecto de las providencias que lo admitan.

Se concederá en el efecto suspensivo y salvo norma expresa en con-
trario, deberá interponerse y sustentarse por escrito dentro de los tres 
(3) días siguientes a la última notificación. Vencido este término, los no 
apelantes podrán pronunciarse en relación con el recurso dentro de los 
dos (2) días siguientes.

Sobre su concesión se decidirá de plano. El recurso será rechazado 
cuando no sea sustentado o se interponga de manera extemporánea, de-
cisión contra la cual no procede recurso alguno.

Artículo 82. Prohibición de la reformatio in pejus. El superior, en la 
providencia que resuelva el recurso de apelación interpuesto contra el 
fallo sancionatorio, cuando se trate de apelante único, no podrá agravar 
la sanción impuesta.

Artículo 83. Ejecutoria. Las decisiones contra las que proceden re-
cursos dictadas en audiencia o diligencia, exceptuando la que decreta la 
terminación del procedimiento, quedarán en firme al finalizar esta o la 
sesión donde se hayan proferido, si no fueren impugnadas.

Las decisiones dictadas por fuera de audiencia contra las que proce-
den recursos quedarán en firme tres días después de su última notifica-
ción, si no fueren impugnadas.

CAPITULO VII
Pruebas

Artículo 84. Necesidad. Toda decisión interlocutoria y el fallo dis-
ciplinario deben fundarse en prueba legal y oportunamente allegada al 
proceso.

Artículo 85. Investigación integral. El funcionario buscará la ver-
dad material. Para ello deberá investigar con igual rigor los hechos y 
circunstancias que demuestren la existencia de la falta disciplinaria y 
la responsabilidad del investigado, y los que tiendan a demostrar su 
inexistencia o lo eximan de responsabilidad. Para tal efecto, el funcio-
nario podrá decretar pruebas de oficio.

Artículo 86. Medios de prueba. Son medios de prueba la confesión, 
el testimonio, la peritación, la inspección judicial y los documentos, o 
cualquier otro medio técnico o científico, los cuales se practicarán con-
forme a las normas del Código de Procedimiento Penal en cuanto sean 
compatibles con la naturaleza y reglas del derecho disciplinario.

Los indicios se tendrán en cuenta al momento de apreciar las prue-
bas, siguiendo los principios de la sana crítica.
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Los medios de prueba no previstos en esta ley se practicarán de 
acuerdo con las disposiciones que regulen medios semejantes, respe-
tando siempre los derechos fundamentales.

Artículo 87. Libertad de pruebas. La falta y la responsabilidad del 
investigado podrán demostrarse con cualquiera de los medios de prueba 
legalmente reconocidos.

Artículo 88. Petición y rechazo de pruebas. Los intervinientes pue-
den aportar y solicitar la práctica de las pruebas que estimen conducen-
tes y pertinentes. Serán rechazadas las inconducentes, las impertinen-
tes, las manifiestamente superfluas y las ilícitas. 

Artículo 89. Práctica de pruebas por comisionado. El funcionario 
competente podrá comisionar para la práctica de pruebas fuera de su 
propia sede a cualquier autoridad judicial de igual o inferior categoría o 
a las personerías municipales; en lo posible las practicará personalmen-
te. En segunda instancia, también se podrá comisionar a los Magistra-
dos Auxiliares.

En la decisión que ordene la comisión se deben establecer las dili-
gencias objeto de la misma y el término para practicarlas.

El comisionado practicará aquellas pruebas que surjan directamente 
de las que son objeto de la comisión, siempre y cuando no se le haya 
prohibido expresamente. Si el término de comisión se encuentra venci-
do se solicitará ampliación y se concederá y comunicará por cualquier 
medio eficaz, de lo cual se dejará constancia.

Se remitirá al comisionado la reproducción de las actuaciones que 
sean necesarias para la práctica de las pruebas.

Artículo 90. Práctica de pruebas en el exterior. La práctica de las 
pruebas o de diligencias en territorio extranjero se regulará por las nor-
mas legalmente vigentes.

Artículo 91. Prueba Trasladada. Las pruebas practicadas válida-
mente en una actuación judicial o administrativa, dentro o fuera del 
país, podrán trasladarse a la actuación disciplinaria mediante copias au-
torizadas por el respectivo funcionario y serán apreciadas conforme a 
las reglas previstas en este código.

Artículo 92. Apoyo técnico. El funcionario judicial que conozca de la 
actuación disciplinaria podrá solicitar, gratuitamente, a todos los orga-
nismos del Estado la colaboración técnica que considere necesaria para 
el éxito de las investigaciones.

Artículo 93. Oportunidad para controvertir la prueba. Los intervi-
nientes podrán controvertir las pruebas a partir del auto de apertura de 
proceso disciplinario.

Artículo 94. Testigo renuente. Cuando el testigo citado sea un par-
ticular y se muestre renuente a comparecer, podrá imponérsele multa 
hasta el equivalente a cincuenta salarios mínimos diarios vigentes en 
la época de ocurrencia del hecho, a favor del Consejo Superior de la 
Judicatura, a menos que justifique satisfactoriamente su no compare-
cencia, dentro de los tres días siguientes a la fecha señalada para la 
declaración.

La multa se impondrá mediante decisión motivada, contra la cual 
procede el recurso de reposición, que deberá interponerse de acuerdo 
con los requisitos señalados en este código.

Impuesta la multa, el testigo seguirá obligado a rendir la declaración, 
para lo cual se fijará nueva fecha.

Podrá disponerse la conducción del testigo por las fuerzas de policía, 
siempre que se trate de situaciones de urgencia y que resulte necesario 
para evitar la pérdida de la prueba. La conducción no puede implicar la 
privación de la libertad.

Esta norma no se aplicará a quien esté exceptuado constitucional o 
legalmente del deber de declarar.

Artículo 95. Inexistencia de la prueba. La prueba recaudada sin el 
lleno de las formalidades sustanciales o con desconocimiento de los 
derechos fundamentales del investigado, se tendrá como inexistente.

Artículo 96. Apreciación integral. Las pruebas deberán apreciarse 
conjuntamente de acuerdo con las reglas de la sana crítica, y valorarse 
razonadamente.

Artículo 97. Prueba para sancionar. Para proferir fallo sancionato-
rio se requiere prueba que conduzca a la certeza sobre la existencia de 
la falta y de la responsabilidad del disciplinable.

CAPITULO VIII
Nulidades

Artículo 98. Causales. Son causales de nulidad:
1. La falta de competencia.
2. La violación del derecho de defensa del disciplinable.
3. La existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido 

proceso.
Artículo 99. Declaratoria oficiosa. En cualquier estado de la actua-

ción disciplinaria, cuando el funcionario que conozca del asunto advier-
ta la existencia de una de las causales previstas en la norma anterior, de-
clarará la nulidad de lo actuado y ordenará que se reponga la actuación 
que dependa del acto declarado nulo para que se subsane el defecto.

Artículo 100. Solicitud. El interviniente que alegue una nulidad de-
berá determinar la causal que invoca, las razones en que se funda y 
no podrá formular una nueva, sino por causal diferente o por hechos 
posteriores.

Artículo 101. Principios que orientan la declaratoria de las nulida-
des y su convalidación.

1. No se declarará la invalidez de un acto cuando cumpla la finalidad 
para la cual estaba destinado, siempre que no se viole el derecho a la 
defensa.

2. Quien alegue la nulidad debe demostrar que la irregularidad sus-
tancial afecta garantías de los intervinientes, o desconoce las bases fun-
damentales de la instrucción y el juzgamiento.

3. No puede invocar la nulidad el interviniente que haya coadyuvado 
con su conducta a la ejecución del acto irregular, salvo que se trate de 
la falta de defensa técnica.

4. Los actos irregulares pueden convalidarse por el consentimiento del 
perjudicado, siempre que se observen las garantías constitucionales.

5. Solo puede decretarse cuando no exista otro medio procesal para 
subsanar la irregularidad sustancial.

6. No podrá decretarse ninguna nulidad por causal distinta de las 
señaladas en este capítulo.

T I T U L O  III
ACTUACION PROCESAL

CAPITULO I
Iniciación

Artículo 102. Iniciación mediante queja o informe. La queja o in-
forme podrá presentarse verbalmente o por escrito, ante las Salas Juris-
diccionales Disciplinarias de los Consejos Seccional o Superior de la 
Judicatura, o ante cualquier autoridad pública, en cuyo caso la remitirá 
de inmediato a la Sala competente en razón del factor territorial.

La actuación en primera instancia estará a cargo del Magistrado del 
Consejo Seccional de la Judicatura que le haya correspondido en repar-
to hasta el momento de dictar sentencia, determinación que se emitirá 
por la Sala plural respectiva.

CAPITULO II
Terminación anticipada

Artículo 103. Terminación anticipada. En cualquier etapa de la ac-
tuación disciplinaria en que aparezca plenamente demostrado que el 
hecho atribuido no existió, que la conducta no está prevista en la ley 
como falta disciplinaria, que el disciplinable no la cometió, que existe 
una causal de exclusión de responsabilidad, o que la actuación no po-
día iniciarse o proseguirse, el funcionario de conocimiento, mediante 
decisión motivada, así lo declarará y ordenará la terminación del pro-
cedimiento.
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CAPITULO III
Investigación y Calificación

Artículo 104. Trámite preliminar. Efectuado el reparto, dentro de 
los cinco (5) días siguientes se acreditará la condición de disciplinable 
del denunciado por el medio más expedito; verificado este requisito de 
procedibilidad, se dictará auto de trámite de apertura de proceso disci-
plinario, señalando fecha y hora para la audiencia de pruebas y califi-
cación  de lo cual se enterará al Ministerio Público; dicha diligencia se 
celebrará dentro del término perentorio de quince (15) días. La citación 
se realizará a través del medio más eficaz. En caso de no conocerse su 
paradero, se enviará la comunicación a las direcciones anotadas en el 
Registro Nacional de Abogados fijándose además edicto emplazatorio 
en la secretaría de la Sala por el término de tres (3) días.

Si en la fecha prevista el disciplinable comparece, la actuación se 
desarrollará conforme al artículo siguiente.

Si el disciplinable no comparece, se fijará edicto emplazatorio por 
tres (3) días, acto seguido se declarará persona ausente y se le designará 
defensor de oficio con quien se proseguirá la actuación.

La citación también deberá efectuarse al quejoso en todos los eventos. 
De la realización de las audiencias se enterará al Ministerio Público.

Parágrafo. Será obligatoria la presencia del disciplinado o su defen-
sor a las audiencias de que tratan los artículos siguientes. Si tales in-
tervinientes no comparecieren o se ausentasen sin causa justificada, se 
suspenderá la audiencia, por el término de tres días para que se justifi-
que la causa. Vencido este término el juez evaluará la causa y si persis-
tiere la incomparecencia procederá de inmediato a designar un defensor 
de oficio con quien se proseguirá la actuación.

Artículo 105. Audiencia de pruebas y calificación provisional. En 
esta audiencia se presentará la queja o informe origen de la actua-
ción; el disciplinable rendirá versión libre si es su deseo respecto de 
los hechos imputados, o en su caso, el defensor podrá referirse sobre 
los mismos, pudiendo solicitar o aportar las pruebas que pretendan 
allegar; en el mismo acto de audiencia se determinará su conducencia 
y pertinencia y se decretarán las que de oficio se consideren necesa-
rias. El disciplinado o su defensor podrán solicitar la suspensión de 
la audiencia hasta por cinco días para ejercer su derecho a solicitar y 
aportar pruebas en caso de que no lo pueda hacer en el momento de 
conocer la queja o informe.

Si se niega la práctica de alguna de las pruebas solicitadas, dicha 
determinación se notificará en estrados y contra ella procede el recurso 
de reposición que debe resolverse en el mismo acto y en subsidio el de 
apelación.

En caso de que la práctica de la prueba no sea posible de manera 
inmediata por razón de su naturaleza, porque deba evacuarse o se en-
cuentre en sede distinta, o porque el órgano de prueba deba ser citado, 
la audiencia se suspenderá con tal fin por un término que no excederá 
de treinta (30) días.

Evacuadas las pruebas decretadas en la audiencia se procederá a la 
calificación jurídica de la actuación disponiendo su terminación o la 
formulación de cargos, según corresponda.

La formulación de cargos deberá contener en forma expresa y mo-
tivada la imputación fáctica y jurídica, así como la modalidad de la 
conducta. Contra esta decisión no procede recurso alguno.

A continuación los intervinientes podrán solicitar la práctica de prue-
bas a realizarse en la audiencia de juzgamiento, sobre cuyo decreto se 
decidirá como ya se indicó. Se ordenarán de manera inmediata aquellas 
que hayan de realizarse fuera de la sede de la Sala y también se pronun-
ciará sobre la legalidad de la actuación.

Al finalizar la diligencia, o evacuadas las pruebas fuera de la sede, 
el funcionario fijará fecha y hora para la realización de la audiencia 
pública de juzgamiento que se celebrará dentro de los veinte (20) días 
siguientes.

Si la calificación fuere mediante decisión de terminación del proce-
dimiento, los intervinientes serán notificados en estrados. Esta determi-
nación es susceptible del recurso de apelación que deberá interponerse 

y sustentarse en el mismo acto, caso en el cual de inmediato se decidirá 
sobre su concesión. Si el quejoso no estuvo presente en la audiencia, 
podrá interponerlo y sustentarlo dentro de los tres (3) días siguientes a 
la terminación de la audiencia.

Parágrafo. El disciplinante podrá confesar la comisión de la falta 
caso en el cual se procederá a dictar sentencia. En estos eventos la san-
ción se determinará de acuerdo a lo establecido en el artículo 45 de este 
código. 

CAPITULO IV
Juzgamiento

Artículo 106. Audiencia de juzgamiento. En la audiencia pública de 
juzgamiento se practicarán las pruebas decretadas, evacuadas las cua-
les se concederá el uso de la palabra por un breve lapso y evitando las 
prolongaciones indebidas, en el siguiente orden: al representante del 
Ministerio Público si concurriere, al disciplinable y a su defensor, si lo 
hubiere, al cabo de lo cual se dará por finalizada la audiencia.

Si agotada la fase probatoria, el funcionario advierte la necesidad de 
variar los cargos, así lo declarará de manera breve y motivada, en cuyo 
caso los intervinientes podrán elevar una nueva solicitud de pruebas, 
evento en el cual se procederá conforme a lo indicado en los incisos 
segundo y tercero del artículo precedente; sin pruebas por practicar o 
evacuadas las ordenadas, se concederá el uso de la palabra por un lapso 
no superior a veinte minutos, en el siguiente orden: al representante del 
Ministerio Público si concurriere, al disciplinable y a su defensor si lo 
hubiere, al cabo de lo cual se dará por finalizada la audiencia.

Las nulidades generadas y planteadas con posterioridad a la audien-
cia de pruebas y calificación serán resueltas en la sentencia.

El Magistrado ponente dispondrá de cinco (5) días para registrar el 
proyecto de fallo, y la Sala de cinco (5) días para proferir sentencia, que 
solo deberá contener:

1. La identidad del investigado.
2. Un resumen de los hechos.
3. Análisis de las pruebas que dan la certeza sobre la existencia de 

la falta y la responsabilidad del implicado, la valoración jurídica de los 
cargos, de los argumentos defensivos y de las alegaciones que hubieren 
sido presentadas.

4. Fundamentación de la calificación de la falta y culpabilidad y de 
las razones de la sanción o de la absolución, y

5. La exposición debidamente razonada de los criterios tenidos en 
cuenta para la graduación de la sanción.

Artículo 107. Trámite en segunda instancia. Una vez ingrese la ac-
tuación al despacho del Magistrado Ponente, este dispondrá de veinte 
(20) días para registrar proyecto de decisión que será dictada por la Sala 
en la mitad de este término.

Antes del proferimiento del fallo, el Magistrado Ponente podrá or-
denar oficiosamente la práctica de pruebas que estime necesarias, las 
cuales se evacuarán en un término no superior a quince (15) días y fuera 
de audiencia. Surtidas estas, se procederá conforme a lo indicado en el 
inciso precedente.

La apelación de providencias distintas del fallo será desatada de 
plano, en los mismos términos previstos en el inciso primero de este 
artículo.

T I T U L O  IV
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Artículo 108. La rehabilitación. El profesional excluido podrá ser 
rehabilitado luego de transcurridos cinco (5) años desde la ejecutoria de 
la sentencia, siempre que fundadamente se considere que observó una 
conducta de todo orden que aconseje su reincorporación al ejercicio de 
la profesión.

El término aquí previsto será de diez (10) años, cuando los hechos 
que originen la imposición de la sanción de exclusión tengan lugar en 
actuaciones judiciales o extrajudiciales del abogado que se desempeñe 
o se haya desempeñado como apoderado o contraparte de una entidad 
pública.
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El abogado que adelante y apruebe los cursos de capacitación autori-
zados por el Consejo Superior de la Judicatura en instituciones acredita-
das podrá rehabilitarse en tres (3) y cinco (5) años respectivamente.

Artículo 109. Solicitud. El excluido del ejercicio profesional podrá 
solicitar ante la Sala que dictó la sentencia de primer grado, la rehabili-
tación en los términos consagrados en este código.

Artículo 110. Procedimiento: 
a) Admisión de la solicitud y apertura a pruebas. Cumplido el 

requisito temporal para solicitar la rehabilitación la petición será admi-
tida, y en el mismo auto se abrirá el proceso a pruebas, para que en el 
término de cinco (5) días los intervinientes soliciten o aporten las que 
estimen conducentes.

b) Rechazo de la solicitud. La solicitud de rehabilitación solo po-
drá rechazarse por el no cumplimiento del requisito temporal, mediante 
auto motivado susceptible del recurso de reposición.

c) Decreto de pruebas. Las pruebas conducentes, solicitadas en esta 
etapa o con la petición de rehabilitación y las que oficiosamente se esti-
men necesarias, serán decretadas dentro de los cinco (5) días siguientes 
al vencimiento del traslado aludido en el numeral 1 precedente.

d) Período probatorio y fallo. Las pruebas serán practicadas en un 
término no superior a treinta (30) días, vencido el cual la Sala tendrá 
diez (10) días para decidir, determinación que es susceptible del recurso 
de apelación.

e) Comunicación. En firme el auto que ordena la rehabilitación, se 
oficiará a las mismas autoridades a quienes se comunicó la exclusión 
para los efectos legales pertinentes.

T I T U L O   V
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 111. Régimen de Transición. Los procesos que se encuen-
tren con auto de apertura de investigación al entrar en vigencia este 
código, continuarán tramitándose de conformidad con el procedimiento 
anterior.

En los demás procesos, los Magistrados de las Salas Jurisdiccionales 
Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura implemen-
tarán el procedimiento aquí establecido en estricto orden de radicación, 
salvo aquellos en los que la acción disciplinaria se encuentre próxima a 
prescribir, a los cuales les dará prelación. 

Artículo 112. Vigencia y derogatorias. El presente código entrará a 
regir cuatro (4) meses después de su promulgación y deroga en lo perti-
nente el Decreto 196 de 1971, el artículo 13 del Decreto 1137 de 1971, 
la Ley 20 de 1972, y demás normas que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas,
Representante a la Cámara 			 
Departamento Valle del Cauca Marino Paz Ospina Senador de la 

República Hector Heli Rojas.
* * *

INFORME DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY  
NUMERO 139 DE 2005 CAMARA, 296 DE 2006 SENADO
por medio de la cual se adiciona la Sección 5ª al Capítulo IV  

del Título II de la Ley 5ª de 1992 Reglamento del Congreso. Creación 
legal de las Comisiones Regionales Interparlamentarias.

Bogotá, D. C., diciembre 13 de 2006 
Doctora
DILIAN FRANCISCA TORO TORRES
Presidenta honorable Senado de la República
Doctor
ALFREDO CUELLO BAUTE
Presidente honorable Cámara de Representantes
Ciudad
Asunto: Informe de Conciliación al Proyecto de ley número 139 de 

2005 Cámara, 296 de 2006 Senado, por medio de la cual se adiciona la 
Sección 5ª al Capítulo IV del Título II de la Ley 5ª de 1992 Reglamento 

del congreso. Creación legal de las Comisiones Regionales Interparla-
mentarias.

Por designación hecha por la Mesa Directiva del honorable Senado 
de la República y de la Cámara de Representantes, para presentar In-
forme de Conciliación al Proyecto de ley número 139 de 2005 Cámara, 
296 de 2006 Senado, por medio de la cual se adiciona la Sección 5ª al 
Capítulo IV del Título II de la Ley 5ª de 1992 Reglamento del Congre-
so. Creación legal de las Comisiones Regionales Interparlamentarias 
y de conformidad con lo establecido en los artículos 161 de la Cons-
titución Política y 186 de la Ley 5ª de 1992 Reglamento del Congre-
so. Los suscritos Senador y Representante, integrantes de la Comisión 
Accidental de Conciliación, nos permitimos acoger en su totalidad el 
texto conciliado del proyecto de la referencia tal como fue aprobado en 
plenaria del Senado el día 13 de diciembre de 2006.

Cordialmente,
Hernán Andrade Serrano, Senador; Jorge Humberto Mantilla Se-

rrano, Representante.
CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY NUMERO 296  

DE 2006 SENADO, 139 DE 2005 CAMARA
por medio de la cual se adiciona la Sección 5ª al Capítulo IV  
del Título II de la Ley 5ª de 1992 Reglamento del Congreso.  

Creación Legal de las Comisiones Regionales Interparlamentarias.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1° quedará igual al texto aprobado por la comisión.
El artículo 2º del Proyecto de ley número 296 Senado, 139 Cámara 

quedará así:
Artículo 2º. Adiciónase la Sección 5ª al Capítulo IV del Título II 

de la Ley 5ª de 1992, el siguiente artículo:
Artículo Nuevo. Composición. Habrá una Comisión Regional Inter-

parlamentaria, por cada circunscripción electoral territorial de Cámara 
de Representantes. Estará integrada por Senadores y Representantes a 
la Cámara. Los Senadores harán parte de la comisión regional de con-
formidad con la circunscripción donde hayan obtenido el mayor núme-
ro de votos para su elección, los Representantes por la circunscripción 
que hayan sido elegidos.

Los Representantes de circunscripción especial de grupos étnicos y 
minorías políticas harán parte de la Comisión Regional de conformidad 
con la circunscripción donde haya obtenido el mayor número de votos 
para su elección.

Al inicio de cada legislatura los Presidentes del Senado y la Cá-
mara de Representantes expedirán una resolución conjunta en la cual 
se establezca la composición nominal de las Comisiones Regionales 
Interparlamentarias.

Artículo nuevo. Funciones. Las Comisiones Regionales Interparla-
mentarias tendrán el carácter de deliberatorias y para ello ejercerán las 
siguientes funciones:

1. Adelantar debates, audiencias públicas, foros, conversatorios, y 
deliberaciones relacionadas exclusivamente con la problemática de 
cada una de las circunscripciones territoriales del orden nacional.

2. Citar, requerir o invitar, a los Ministros del despacho, a los direc-
tores de departamentos administrativos, a los presidentes o directores o 
gerentes de entidades descentralizadas nacionales o territoriales y fun-
cionarios de la rama ejecutiva nacional o territorial para que informen 
de manera exclusiva y específica sobre asuntos regionales relacionados 
con sus funciones. Con todo nadie podrá ser citado el mismo día para 
más de una comisión y tendrán prioridad las citaciones a las Comisio-
nes Constitucionales Permanentes. 

3. Invitar a personas naturales o jurídicas que tengan relación con 
asuntos regionales para que participen de las deliberaciones en los ca-
sos pertinentes. 

4. Pronunciarse, si lo considera necesario, sobre proyectos de ley o 
de acto legislativo en cuanto afecte el interés regional.
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5. Emitir un concepto sobre las leyes que adopten el Plan Nacional 
de Desarrollo y Presupuesto General de Rentas y Gastos en cuanto a su 
impacto regional.

6. Solicitar la intervención del Gobierno Nacional o Territorial, del 
Ministerio Público, de la Contraloría General de la República o de las 
contralorías territoriales, de los organismos de la Rama Judicial, de la 
Fuerza Pública, de la Defensoría del Pueblo, en la solución de asuntos 
que afecten a la respectiva región. 

7. Formular recomendaciones respetuosas a los Gobiernos Nacional 
o territoriales sobre la adopción de decisiones, medidas, políticas públi-
cas, que estén orientadas a las soluciones de problemas regionales.

Artículo nuevo. Reunión y Funcionamiento.
CONVOCATORIA. Las comisiones regionales se reunirán cuando 

la convoquen la mitad más uno de los integrantes.
LUGAR DE REUNION. Podrá reunirse en salón de sesiones de 

cualquier comisión constitucional o legal u otro recinto del Congreso. 
Si la comisión legal así lo decide podrá deliberar en el respectivo depar-
tamento, válidamente, sin que ello ocasione gasto público alguno.

SECRETARIA. Actuará como Secretario un Congresista miembro 
de la Comisión Regional, designada por los mismos integrantes para tal 
fin en cada una de las sesiones.

PRESIDENCIA. La Presidencia de la Comisión Regional se rotará 
en cada sesión entre cada una de los integrantes de manera alternativa. 

ACTAS. Se levantarán actas de las deliberaciones y estas deberán 
publicarse en las Gacetas del Congreso y en la página web del Senado 
de la República y la Cámara de Representantes.

TRANSMISION POR TELEVISION. Mediante el procedimiento 
adoptado para aprobación de debates televisados se podrá autorizar la 
publicidad de los debates en las Comisiones Regionales. Estas no ten-
drán prioridad sobre las demás comisiones.

Parágrafo. Varias comisiones regionales interparlamentarias podrán 
reunirse con los mismos propósitos y funciones que otorga esta ley.

Gaceta número 665 - Miércoles 13 de diciembre de 2006
CAMARA DE REPRESENTANTES

PONENCIAS
Ponencia para segundo debate y Texto propuesto al Proyecto de ley nú-

mero 001 de 2005 Cámara, por la cual se autoriza el pago por cuotas 
del impuesto sobre la renta y complementarios........................................ 	 1

Informe de ponencia para segundo debate y Texto definitivo  al Proyecto de ley 
número 033 de 2006 Cámara, por la cual se declara la disciplina del “Ca-
pibol” como deporte nacional y se dictan otras disposiciones.................. 	 2

INFORMES DE CONCILIACION
Informe de conciliación y Texto conciliado al Proyecto de ley número 113 de 

2006 Senado, 125 de 2006 Cámara, por la cual se modifica la naturaleza 
jurídica de Ecopetrol S. A., y se dictan otras disposiciones...................... 	 3

Informe de la Comisión de Conciliación y Texto propuesto al Proyecto 
de ley número 208 de 2005 Senado, 138 de 2006 Cámara, por la cual 
se dictan normas para la prevención, detección, investigación y san-
ción de la financiación del terrorismo y otras disposiciones.................... 	 6

Informe de conciliación y aclaraciones y precisiones a los textos 
aprobados en las plenarias de Senado y Cámara al Proyecto de ley 
número 247 de 2005 Cámara, 091 de 2005 Senado, por la cual se 
establece el Código Disciplinario del Abogado........................................ 	10

Informe de conciliación y Conciliación al Proyecto de ley número 139 de 2005 
Cámara, 296 de 2006 Senado, por medio de la cual se adiciona la Sección 5ª al 
Capítulo IV del Título II de la Ley 5ª de 1992 Reglamento del Congreso. Crea-
ción legal de las Comisiones Regionales Interparlamentarias.................. 	19

C O N T E N I D O

Págs.

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2006

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su sanción, 
promulgación y publicación.

Cordialmente,
Hernán Andrade Serrano,

Ponente.


